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I.- INTRODUCCION 

La organización político-administrativa del Estado contempla 
al Poder Ejecutivo cuyo jefe supremo es el Presidente de la 
República, quien actúa con la colaboración de los Secretarios 
de Estado, y de los Intendentes y Gobernadores. La 
Constitución Política considera además la existencia de los 
Gobiernos Regionales ( Art .100 J y las Municipalidades 
administradas por los Alcaldes, definidas como corporaciones 
de derecho público, cuya finalidad es satisfacer las 
necesidades de la comunidad local (Art. 1072). 

Reconocida la existencia de los riesgos naturales y 
tecnológicos, puros o combinados con la influencia de la 
conducta humana, se comprende la necesidad de evitarlos, 
disminuirlos, controlarlos y contrarrestar sus manifestaciones 
cuando se transforman en agentes potenciales de· muerte, 
secuelas y distintos grados de daño a los stock y flujos 
propibs de las actividades nacionales y sistemas económico­
sociales del pais. 

Cuando los agentes mencionados amenazan impactar (o de hecho 
impactan) a elementos vulnerables de la sociedad, se 
configuran, con grados y extensión variables, situaciones 
criticas cuya intensidad obliga a movilizar y administrar 
recursos extraordinarios. A la modalidad de gestión útil para 
ese propósito coyuntural y focalizada en el momento critico, 
le llamamos gestión de emergencia. 

Ante el peligro inherente a los riesgos y los eventos que 
desencadenan, la administración del Estado debe contemplar 
preparativos, prevención, mitigación del riesgo y respuestas 
ad-hoc, que incluyen la predicción y anticipación cuando son 
posibles, asi como la respuesta, operaciones y mitigación del 
desastre dentro de la zona afectada, con el fin de 
rehabilitar y recuperar a la comunidad impactada, superando el 
distress y la disrupción aguda que ha sufrido, terminando el 
ciclo con el reasentamiento de la población y la 
reconstrucción de la infraestructura productiva y de 
servicios. 
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excepción. 

Si orientamos nuestra perspectiva hacia definir un marco 
general de seguridad civil (de acuerdo al concepto inglés de 
"Safety"), son innumerables las normativas y regulaciones que 
propenden a fortalecer las condiciones seguras y que son 
materia propiamente sectorial. Estas disposiciones, 
focalizadas en aspectos especificas o coordinadas abarcando de 
modo horizontal varios sectores, son fundamentales para 
establecer arreglos de detalle a una escala pequeña o 
circunscrita a la norma técnica. 

Dichas disposiciones altamente especializadas, no conforman un 
proceso de gestión y no se integran sistemáticamente de modo 
de generar dispositivos útiles para tomar decisiones, que son 
la función propia tanto de las autoridades administrativas 
centrales y sus órganos de apoyo especializados, como de las 
Intendencias y Gobernaciones de acuerdo a la Ley Nro. 19.175, 
Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración 
Regional. 

:\l.!:.i:c.:tste, entonces i. un· ámbi t.o de gestión .s.upe.flfü:; ~!i1fraté<j~f;,!:;k?r(f 

-~~g··.·· ... éJij••Y•Y:~~.~.:~~~~l~i\~atl~€i~~~r1gr?!·;11i~f~,~~~~ei~~l~·~~~Milh)~1~~íjW~j 
' .•. " .... c:t:on:operativa institücior\ál !' con responsabilidades 
centralizadas y descentralizadas de acuerdo a la mayor 
efectividad para lograr resultados de acuerdo a las metas y 
control de las contingencias, que constituyen un campo de 
acción propio, e¡:¡pecifi.co,! .. en . el cu.al H¡17ertamos e 1 concepto 
de .. protección civil en fot:ma restringida. 
~.L·Z- ,,,,_,,._.~.,. -··- '" ,, . " .. - _, - - • 

I¡;'.9,i;;. :t§/1to1 <':jl ·Sistema. N¡;lcié>rial de Pr'01;eCt:iqn .. c~vi:)! puede 
definirse como aquel sistema de gestión dotado de mecanismos 
especificos para el manejo de los i;;;J.eagg§ •.. c~é!.Y;QJ;'.e:>., ..• des.asti;g¡:¡, 
l .. 2.tE.!3J3 ,s,1.tuacil:ones· de .• emergencia .. que, integrando todos los 
recursos que la ley coloca bajo la autoridad del Gobierno 
Nacional y de los Gobiernos Regionales, permite mantener un 
grado razonable de seguridad frente a dichas amenazas y una 
organización efectiva de acción y apoyo para la dirección y 
administración de las crisis, cuando éstas se presenten. 

Hasta ahora. h.an. sido instrumentos de este campo de acción, la 
.,!'.~\;itl'.~: .. :t6•ZB2'··;.l;ue estableció disposicio11es permanentl?~ P.'31:'ª. 
'enl'rentar catástrofes ya ocurridas y el o;J:í~: .N2 .'36,9.· i:l~ 19]4( 
que creó el servicio Oficina Nacional de 'Emet'gericia, ONEMI. 
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Las disposiciones que históricamente se pueden 
apuntan preferentemente 

;l'l. :J.qs ¡:¡gE)I'}t!?p}d,e ,r-;l.E!.9g9¡ , ·.·.··. . .... . . : . .¡;;;.,:,);,,i< :\f ,;·;. ;;, 
t~~~ót•·.;m0'~ni;,¡oa;;1*fli''l4f' e~'"1J:'§.'9!fctíl!!'I'''' .!.!;l!J~t,~9~~ ~J:l:'i;E!!\)~\;l~~t~TI)~I} . . ., .. 

• s,J;;,;~iim~ni·s.'1:1et¡ips,1,,, •. ,. ,l'!,;i\l1••¡ci!~.sgt.f\Plc 
é'!3P'.~··· . Y sus:tray/ri2fc;~~t¡~~'?l@ifti~~t~a~i:i~ii~~f·9~~;·~~~~~0~/ 
'g~;;í'.'fi: en en una dimensión espacial y temporal propia 
traducida con un perfil de impacto, en un lugar geográfico 
concreto y sobre un asentamiento humano de caracterfsticas 
precisas. 

Durante los años en que ha existido el me11.sionaq,o,. servicio 
público con un E'!!li'u,¡q3:\t9.'' .. Cle coo¡;;qin~c¡,1é'.¡A:J;~~xnl;".es;:iqq •en''.i\t:"<''' ' ~·· 1't 
a P.;l~~O!'!.rino se~'; a•~mon atlO"·UnaMre - e' sposi ti vos orgánicos 

;' "'''
11

' ,,, . ermi tan guiar e impulsar la gestión del riesgo y del 
desastre dentro de los organismos públicos en general, y de 
las Intendencias, Gobernaciones y . Municipal id<J.des ·. en 

'''.~~W~;t:SPl:.:,l'l.J'• .. ,.~ .. ~;~' ~11'l..,,.~;!7~~'~§'"~ e de und ima r coJ,;!l,q.!)jii. §:i?i¡;B,~i~Jctfí?.J;~S.tJiifkti.fü;y .. f 
·•U"'ª"'"no.:1Ta•11t·ea#l!l•ue,,1,:2es1·'auof que eran or gen a es ra eg as 1füoi4~·,v0folZ~iliG'F'.W:'J:+J0%MWiitlJ&510?lmitNYPi111kfi,¡oht''"'""'"'' y,+,,,,,;,,,,;,,,·' ' , 

planes, programas, proyectos y otros instrumentos en el campo 
propio de la protección civil. 

Se generó asi, en los periodos intercrisis, una desacelecación 
en los procesos de convergencia y sinecgfa en cuanto al 
tratamiento integrado de las materias entre los organismos 
públicos, y muy especialmente respecto a la información dura 
que sostendrá las decisiones a ser tomadas en la emergencia . 
Ello se expresa en la ausencia de proyectos cogestionados 
entre varios organismos para lograr beneficios múltiples al 
término de ellos, y en la materialización de unas pocas 
iniciativas cuando cuentan con financiamiento de ocganismos 
internacionales interesados en apoyar su propia área. 

Se advierte también, un conflicto de intereses entre los 
centros universitarios o técnicos de estudio, orientados 
claramente hacia ciencia puca y escasamente hacia la ciencia 
aplicada o la tecnologfa apcopiada para lograr soluciones 
técnicas eficaces y eficientes, asl como modelos de gestión 
modecnos, útiles al manejo de problemas concretos estudiados 
en terreno y evaluados según criterios confiables. No existe 
vinculación entce una politica y e'strategia cientifico­
tecnologica nacional, con las necesidades surgidas desde la 
prevención de los riesgos y la seguridad civil. 

Por todo lo anterior, pacece necesario que el Estado explicite 
los elementos básicos de su accionac frente al tema, 
expresados en la modernización y amplio complemento de las 
normativas existentes, enmarcadas de forma sistemática, 
abarcando todo el llamado ciclo de los desastres, fijando los 
cecucsos que asignará a este problema, con las pcioridades, 
estrategias y planes que son necesarios para cumplir con la 
misión de "dar protección a la población y a la familia" . 
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La Ley NQ 16.282 y el D.L. 369, reformulados y complementados 
con su puesta al dia tras este gran objetivo, serian el punto 
de partida para enunciar una "ley general de protección civil" 
y regular los detalles y movimientos tácticos para la gestión 
mediante los Decretos Supremos instrumentales que en cada 
etapa de avance del proceso se requieran. 

Asi, dentro de los objetivos de desarrollo del Proyecto 
CHI/92/009 referidos a normativa, estructura y orgánica del 
sistema, se estimó prioritario el estudio a nivel 
constitucional y de las leyes mencionaclas, agregándose las 
Leyes NQ 19.175 y NQ 18.695 en sus aspectos pertinentes, por 
su gran importancia para las regiones y municipalidades. 
Adicionalmente, se estudiaron otras norma ti vas relevantes para 
algún tema en particular, que afectan a decisiones que no son 
tan centrales. 

Para este trabajo y las recomendaciones derivadas, la Oficina 
de Proyecto trabajó durante 20 meses con la Fundación Facultad 
de Derecho de la U. de Chile y el Asesor Juridico de 
contraparte, Abogado Dn. !Ceny Miranda acampo (ONEMIJ. Los 
Términos de Referencia adjuntos son ilustrativos de la 
complejidad del tema y la profundidad con que ha sido 
abordado. El esfuerzo justificó el requerimiento de un tiempo 
que duplicó los plazos inicialmente previstos para obtenet- los 
resultados. Aún asi, éste representa sólo el primer paso en 
el desarrollo juridico del tema el diagnóstico y las 
recomendaciones. 

Corresponderá al término de esta etapa dentro del Proyecto, 
apreciar y definir por parte de las autoridades superiores, '1 

base de este trabajo, de sus propios antecedentes y de otros 
productos relacionados en los objetivos de desarrollo de esta 
iniciativa. A continuación se podrán describir los modelos de 
gestión, metodologias y procedimientos, dentro de los cuales 
deberá enmarcarse la actuación ele los organismos pl'.1blicos en 
el Sistema Nacional de Protección Civil rnodorno, efcctivn en 
lo técnico y operativo que se desea institucionalizar. 

Por último, la introducción e implantación del cambio será el 
desafio más relevante, al momento de romper la inercia de 
personas e instituciones. Será entonces cuélndo clebamos valor,"Jr 
el mérito de enfocar el avance del pals haciél un desarrollo de 
rostro humano, de perfil participativo y de contenido 
solidario, que se refleja en la preocupación y decisiones de 
gobierno por la seguridad y protección de la comun1c1acl. 
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TERMINOS DE REFERENCIA 

SUBCONTRATO FUNDACION FACULTAD DE DERECHO, U.DE CHILE. 

I~- AMBITO , Derecho Administrativo y Constitucional. 

II.-AREAS DE ACTIVIDADES 
(de acuerdo al Documento de Proyecto, Anexo V.l). 

a} Recopilación y estudio de la legislación existente. 
b) Propuesta normativa y orgánica general, y de las competencias 

e interacción a nivel regional en particular. 
c) Proyecto de Ley para actualizar y modernizar 

la administración del Estado en prevención y atención de 
desastres. 

d) Propuesta y definición de la modalidad de interacción entre 
órgano central y estructura regional. 

e) Asesoria legislativa para la tramitación del Proyecto de Ley. 

III.-TERMINOS ESPECIFICOS DEL SUBCONTRATO 
(de acuerdo al Plan de Trabajo oficial del Proyecto). 

1.1.a) 

1.1.b) 

1.1.g} 

Recopilación y análisis sistemático de las normas 
vigentes en lo referente a las atribuciones de los 
órganos del Estado y colaboradores a la función de 
éste. 

Identificación de las falencias, vacios y 
conflictos entre las normas existentes, con énfasis 
en la definición de las variables de interacción 
negativa y espacios discrecionales que debilitan la 
gestión. 

Elaboración del Proyecto de Ley sobre Protección 
Civil de la Comunidad para ser elevado al 
Ministerio del Interior en un cuerpo articulado 
conforme a la técnica juridica. 
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1.2.a) 

1.2.b) 

Recopilación y análisis sistemático de las normas 
vigentes correspondientes a los Ministerios, 
Intendencias Regionales, Gobiernos Regionales y 
Gobernaciones Provinciales, en cuanto a su 
competencia, asi como su interacción con las 
atribuciones de las Municipalidades respecto del 
tema y la participación de ot~os organismos 
involucrados. 

Identificación de las falencias, vacios y puntos de 
conflicto entre las normas existentes, con énfasis 
en la interacción entre el órgano central (Oficina 
Nacional de Emergencia) y las estructuras 
regionales y sectoriales. 

IV.- ACTIVIDADES CONEXAS 

Participación en asesoria juridica para la investigación y 
selección de alternativas factibles para el Sistema Nacional 
de Protección Civil, la cuantifiación de costos y beneficios, 
la comparación entre ellas y la priorización de aquella acorde 
al grado de desarrollo del pals, tecnológicamente sustentable, 
armónica con la planificación nacional, y del mayor 
rendimiento operativo. 

V.- OTRAS ACTIVIDADES 

Integración de los aspectos juridicos dentro del Proyecto con 
la asesoria juridica de ONEMI para el tratamiento de materias 
relacionadas, que aún no estando en los términos de 
referencia, contribuyan a la profundización del tema respecto 
a otras instituciones colaboradoras del Gobierno en protección 
civil; y, la coordinación necesaria via Oficina de Proyecto, 
con los demás integrantes de los cuerpos asesores que prestan 
servicio en el Proyecto. 

VI.- OBSERVACIONES 

En atención a la inexistencia de expertizaje juridico en 
protección civil a nivel de las universidades o fundaciones 
relacionadas con ellas, y siendo un área poco estudiada 
previamente, los miembros de la Fundación Facultad de Derecho 
U. de Chile, debieron cumplir una etapa inicial de 
investigación profunda, internalización y aprendizaje de 
conceptos técnicos básicos del tema. Ello, junto a la 
complejidad de las tareas y la necesidad de retroalimentación 
y revisión permanente, justificaron un plazo mayor que el 
inicialmente previsto para completar el trabajo. 
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I INTRODUCCIÓN 

"Régimen de emergencia es una institución legal preparada de 

antemano que, con el fin de asegurar la paz pública, organiza 

el robustecimiento del poder ejecutivo, transfiriendo de la 

autoridad civil a la militar una parte de los poderes de policía 

y una parte del poder represivo sobre la población civil"1 

Sin dudarlo que, desde la concepción del ilustre profesor francés, quizá en atención a la 

magnitud y heterogeneidad tecnológica de las emergencias actuales, la respuesta del 

ordenamiento frente a la emergencia, no se agota simplemente en el cambio de titulares que 

materialicen represión o intervención directa sobre sectores de la "población civil", sino 

más bien, en la búsqueda de un manejo coherente de los organismos del Estado, que 

importen eficiencia de las competencias de que gozan sus respectivos titulares2, a fin de 

hacer realidad la preeminencia de la "servicialidad" del Estado en las materias que nos 

ocuparan. 

Para mostrar el sistema chileno de protección civi13, enunciando en diversos momentos los 

1Maurice Hauriou. Derecho Público y constitucional, Instituto Editorial PEUS, Madrid, s.f. 
pág. 123. 

2"competencia", reflejo de una potestad administrativa de origen exclusivamente legal. Vid. 
en especial arts. 7º de la Costitución y art. 62 inc.42 N22 del mismo cuerpo. Es a través del 
ejercicio de esta competencia que el Estado puede incidir "imperativamente" en el ámbito de 
intereses personales de los ciudadanos. 

3Sin perjuicio de que en informes anteriores se han remitido diversos cuerpos normativos 
(vid. fundamentalmente atta. Dic. 12 de 1994, entre otras). 



~ 
•••• • 
~ s 
1 
l ... · 
s • 1 
1 
1 
í 
1 • 1 
1 
-.. 
1 
1 • 1 
1 
1 

problemas que el mismo presente, hemos desarrollado el marco de nuestra investigación de 

un modo que permita adecuarse a los puntos de referencia de nuestra vinculación al 

proyecto4
• Este es el siguiente: 

- Un Marco Teórico del Sistema Jurídico de Protección (Il), donde priorizaremos (Il.1) La 

Operación Fáctica del Sistema: de las distintas vías ele decisión frente a la emergencia a) 

en cuanto a la afectación de garantías constitucionales, y b) en cuanto a la dinamicidad 

sectorial y vertical de la emergencia; (Il.2) Esquema de competencias relativas a la 

Emergencia desde una perspectiva funcional; (Il.3) Contiendas de competencias 

administrativas. 

Luego (Ill), nos avocaremos a los aspectos constitucionales del manejo de la emergencia5, 

donde se hará una muestra del marco teórico del sistema de Estados de Excepción 

Constitucional, con particular énfasis en los estados constitucionales de Emergencia y 

Calamidad Pública, éste último introducido en la Constitución de 1980, lo que ha generado 

4Sin perjuicio de su rev1s10n, queremos hacer presente desde ya que el Régimen 
constitucional chileno, en su historia -Actas- ha considerado principaimente los regímenes 
excepcionales, como una respuesta protectora de las garantías constitucionales y no como un 
modo de actuación de la autoridad frente a la emergencia. Rogamos consultar por su interés las 
siguientes actas de la Comisión de Estudios de la Nueva Constitución: SS.363 (2 de Mayo de 
1978); SS.362 (27 ele Abril de 1978); SS. 368 (de 9 de Mayo de 1978); SS.370 (ele 16 de Mayo 
de 1978). De particular interés SS.370, Martes 16 de Mayo de 1978, págs.22 a 30, que en vía 
conclusiva señala que Estado de Emergencia y Catástrofes necesariamente conducidos a través 
de Jefes Militares. 

5Sin perjuicio de que ya se ha remitido documento de trabajo acerca de los Estados de 
Excepción Constitucional (ámbito de atribuciones del Presidente de la República), donde se 
ilustra la mecánica del sistema constitucional, en cuanto a los órganos intervinientes y a las 
facultades que cada estado otorga a la autoridad en relación a las garantías constitucionales que 
pueden verse afectadas. 
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una serie de dudas e inquietudes, en relación a la vigencia de la ley 16.282; demás está 

consignar, que nuestro texto vigente a diferencia de los anteriores ha consignado en forma 

expresa, corno deber del Estado, la protección de las personas, fundamento esencial de todo 

el sistema nacional de protección civil6
• 

Seguidamente, el trabajo se encarga de mostrar el sistema legal de la protección civil, (IV), 

donde priorizaremos los siguientes tópicos: 

(IV .1) la Onerni y su régimen jurídico, dejando debida constancia del hecho de que por la 

sóla dictación ele la Constitución Política y la consagración del Estado Constitucional de 

Catátrofe en la misma, no ha existido una necesaria abrogación de aquellas normas 

anteriores a ésta, pudiendo aún plantearse situaciones corno los estados preventivos de 

cat¡ístrofe, como se indica en el trabajo adjunto; 

(IV.2) se insertará también un estudio de la ley 16.282, de singular aplicación en esta 

materia, para lo cual se ha estructurado primeramente un texto actualizado debidamente 

coordinado con la jurisprudencia de Contraloria General de la República, materializando los 

comentarios pertinentes en adecuadas notas pié de página, y luego se acompañan los 

dictámenes de Contraloria Geneml de mayor relevancia que dicen relación con la aplicación 

del cuerpo legal en análisis. Se han asimismo adjuntado precedentemente, a frn de ilustrar 

un sistema general, diversas nonnas que permiten un muestreo de tipo transversal en la 

sociedad, dando cuenta del rol del Estado en materia de protección civil7
• 

6Se remite como anexo éste capítulo, sin perjuicio de su integración defintiva. 

7Se han remitido entre otras, referentes a la actividad nuclear, en telecomunicaciones, en 
electricidad, en salud, en seguridad aérea, en seguridad vial, en incendios, en materia de bosques, 
navegación y aeronavegación, medio ambiente, defensa civil, sistema de servicios sanitarios, rol 
de carabineros, salud animal, Ministerios (obras públicas, vivienda, salud), etc. También hemos 
considerado mostrar la existencia de una actividad no estatal, que redunda en el terna de la 
protección civil, y cuya coordinación, en términos generales, corresponde a las autoridades que 
para cada caso se establecen corno coordinadoras de estos entes privados -normahnente Interior, 
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Tampoco hemos dejado de considerar el actual (V) sistema de gobierno interior, 

considerando la irrupción de un nuevo ordenamiento regional (Ley 19.175) que ha creado 

un organismo de administración regional de múltiples competencias (Gobierno Regional), 

al que, entre sus variadas funciones se le han encargado algunas que dicen relación con el 

manejo y administración de la protección civil en la Región, produciéndose en consecuencia 

una severa tarea interpretativa, a fin de evitar, ciertamente, la colisión de funciones -

impedida ya por la ley de Bases Generales (art.5º)- entre los niveles Centrales, Regionales, 

Provinciales y Comunales. Para ello, se ha tratado de armonizar el amplio marco normativo 

aplicable, a saber: DFL 22 de 1959, L.16.282, L. 19.175, L. 18.695 y L. 18.575 . 

No hemos querido también dejar de plantear, a modo de capítulo dentro de este contexto, 

el tema del manejo económico de la emergencia (VI), de acuerdo a la revisión de diversas 

normas con incidencia en la materia, tales como el art. 32 Nº22 de la Constitución, la ley 

de Administración Financiera del Estado, y la ley 19.175. Finalmente, hemos intentado 

esbozar -considerando una pauta de proposiciones elaborada al efecto- un ámbito de 

reducidas conclusiones y proposiciones, que reflejan las inquietudes surgidas en el marco 

de la investigación propuesta. Se insertan también, a modo de anexo, diversos informes de 

profesores de la disciplina pública relativas al manejo de la emergencia y se han 

incorporado además, las actas de Ja discusión de la ley 16.282 . 

sin perjuicio de Defensa, Salud, etc.- A esos efectos, también hemos adjuntado normas relativas 
a Cruz Roja, Bomberos, Clubes de Radio aficionados, Boy Scouts, etc . 

" 
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II MARCO TEÓRICO DEL SISTEMA JURÍDICO DE PROTECCIÓN 

¿ Existe un sistema nacional de protección civil ? 

Existe en la actualidad un conjunto ele nonnas que inevitablemente constituyen un 

sistema nacional de protección civil, sistema que emana y se consagra como deber del 

Estado, al tenor ele lo prescrito en el artículo 1 º inciso 52 del texto constitucional 

vigente, el que dispone que es deber clel Estado, dar protección a la población. Otra 

manifestación de este principio 1mbyace, tanto en el artículo 7º inc.2º de la Constitución, 

como en los artículos 39 y siguientes del texto, que en definitiva dan cuenta, que frente 

a detenninaclas circunstancias, que el constituyente precisará, se pueden afectar estos 

derechos. Es obvio que dicha afectación debe ser reflejo de la existencia de 

circunstancias extraordinarias , y no provenir del mero arbitrio o acaso. Este sistema es 

el sistema nacional de protección civil que tiene sanción constitucional y legal, el que 

sin embargo se ha constmido en cuanto al rol preventivo, fundamentalmente en fonna 

sectorial, es decir, el Estado ha establecido sectores de vinculación al derecho público, 

en la medida que por vía centralizada o descentralizada, ha decidido intervenir en áreas 

que el legislador ha detenninado8 a través de las consecuentes regulaciones, situación que 
',r-

tiende a desvirtuar el concepto de sistema nacional de protección civil, al diversificando y 

especializando a los actores en dichas materias. 

Una situación diferente ocurre en cuanto al rol de la actuación del Estado y ele sus 

órganos en la emergencia propiamente tal, por cuanto, siendo el rol jerárquico del 

8Todo ello, a iniciativa exclusiva -por regla general- del Presidente de la República, en cuanto 
la sectorización traduzca creación de potestades (atribuciones) y gasto público. Art. 62 inc.4º Nº2 
ele la Constitución Política. Las excepciones, a esta regla se detenninan por la existencia de 
nommtiva ele tratamiento especial que el constituyente ha precisado Oeyes orgánicas 
constitucionales, v.gr.) 



Presidente de la República determinante, bajo la dependencia de éste, se ha optado por 

centralizar el manejo de la misma, a través de un órgano eminentemente coordinador: 

la ONEMI, sin perjuicio de cierta actividad material de su cargo, que no desvirtúa su rol 

natural. Sin embargo, a través de la profusión de entes sectoriales, normalmente 

personificados, y de la personificación a través de técnicas autonómicas en el plano local 

(municipalidades) y regional (gobiernos regionales), el rol coordinador del órgano 

legalmente previsto pierde paulatinamente sentido, máxlme cuando esta coordinación, queda 

en razón de elementos jerárquicos, funcionales o territoriales, sin un correlato sancionador, 

lo que lleva a que tarde o temprano, el órgano competente quede sin un sustento real para 

su actuación. Lo anterior va configurando un sistema de protección civil descentralizado en 

cuanto a la actuación material para enfrentar y superar la emergencia. 

Il.1) Operación fáctica del sistema: de las distintas vías de decisión frente a la 

emergencia 

a) en cuanto la afectación de garantías constitucionales 

La operatividad del sistema de protección civil, se puede analizar desde el punto de vista 

de la autoridad central, en cuanto si es necesario, para su actuación en la emergencia, 

f afectar"' no los derechos y garantías constitucionales para superar la emergencia. Si para 

superar la emergencia se requiere la afectación, se emplea la normativa constitucional -

estado de excepción constitucional de catástrofe-, si para superar la emergencia no se 

requiere de la afectación, se aplica la normativa legal -ley 16.282-. Lo anterior no significa 

que existan dos sistemas, es un sistema único que en cuanto a su aplicación depende del 

criterio del Presidente de la República, y en esta perspectiva, la ley 16.282, está vigente 

en las materias de nuestro interés, sólo en cuanto 110 se refiera a la afectación de 
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garantías constitucionales. 

Desde el punto de vista de los órganos descentralizados y especialmente descentralizados 

territorialmente -Gobierno Regional, Municipalidades-, ellos deben actuar siempre, sin 

- miramiento a la autoridad central, tocia vez que es función propia la de tomar las medidas 

necesarias para enfrentar la emergencia, sin perjuicio que su actuar se vea afectado por la 

autoridad central, especialmente si escoge el camino ele excepción constitucional. 

b) en cuanto a la dinamicidad sectorial y vertical de la emergencia 

Es posible también establecer, que el manejo de la emergencia no es evidentemente un 

fenómeno jurídico en sí, pues resulta obvio que la constmcción jurídica que la soporte sólo 

tiene por objeto conciliar, del modo más eficiente, competencia y actividad material 

de órganos del Estado, atendida la vinculación positiva a derecho a que se encuentran 

éstos sometidos. 

Desde esta perspectiva, normalmente, también es válido distinguir los tipos de afectaciones 

que se produzcan por la emergencia -magnitud de impacto-, pues ésta desencadena 

distintas reacciones de respuesta por parte de los órganos del Estado con sus diferentes 

competencias, lo que va a generar distintos tipos de oportunidad de respuesta, de donde 

resultan algunas características fundamentales del sistema, su dinamicidad, Sil difusión, Sil 

especialidad, y la subsidiariedad, que trasuntará en último grado, el respeto a la actuación 

fundamental ele los cuerpos primarios y locales de la sociedad, y en último término, del 

resguardo de la descentralización9 como principio de actuación del propio Estado . 

9vid. art. 3º Constitución Política del Estado . 
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La dimimicidad se expresa desde dos perspectivas fundamentales; la primera, referida a que 

el Estado, en cuanto poderes-deberes de actuación, debe necesariamente actuar producida 

la emergencia (sopesados los hechos que la constituyan y la deternúnen como tal), y ello 

por materialización del principio de oficialidad10
, como por la expresión del principio de 

·, responsabilidad 11
, que apareja como consecuencia de la inactividad o extemporaneidad de 

la correspondiente actuación, un correlato indemnizatorio por los daños que se pudieren 

causar; y la segunda, referida a que esta actuación no es excluyente, por principio, lo que 

trasunta múltiples actividades bidireccionales, desde una perspectiva vertical (jerárquica) y 

horizontal (material), todo ello dependiendo de la naturaleza y magnitud de la situación a 

enfrentar, y que lejos de colisionar competencias, permite el ejercicio adecuado de cada una 

de ellas. Queremos no obstante expresar, fundamentalmente, que la respuesta a la 

emergencia, debe visualizarse desde la base y no desde el centro de poder hacia abajo, pues 

sólo de este modo el sistema se armoniza con los esfuerzos descentralizadores de las últimas 

décadas . 

La difusión, por su parte, como característica, nos permite entender la existencia de 

diversos y múltiples órganos, que por materia, territorio, grado, etc., coexisten en el 

tratamiento de la emergencia, y que lejos de debilitar centralizadamente el manejo de la 

misma, tiende a expandir la capacidad de respuesta de la Sociedad en general, sin perjuicio 

de las debilidades conceptuales que pudieren producirse frente a la coordinación de los 

distintos entes que intervengan activamente en el fenómeno. La especialidad, es además, 

fundamental reflejo y consecuencia de la difusión, pues cada órgano con competencias 

específicas actuará dentro del margen fijado por el legislador. 

10art.82 de Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado 
(18.575). 

11art. 38 inc. 2º de la Constitución Política, arts. 4 y 44 de Ley 18.575. 
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La subsidiariedad, por último, reflejará el respeto a los órganos menores de la sociedad 

frente al Estado, y dentro del propio Estado, demandándose entonces para éste una 

actuación de pleno respeto a la misma, dónde deba asegurarse a los entes inferiores una 

adecuada posibilidad de actuación en sus respectivos planos. Ello es, por lo demás, lo que 

- viene asegurándose paulatinamente en la evolución descentralizadora de la administración 

chilena, esto es, que los cuerpos menores puedan asegurar su subsistencia frente a los 

mayores, quienes intervendrán para asegurar la supervivencia de éstos, en el marco de la 

solidaridad constitucional12
, como principio. 

Il.2.) Esquema de Competencias Relativas a la Emergencia desde una Perspectiva 

Funcional 

El análisis del conjunto de disposiciones de distinto rango y carácter que conforman el 

sistema chileno de protección civil nos ha permitido llegar a algunas conclusiones que 

exponemos a continuación. 

En primer lugar nos ha llamado la atención el considerable número de normas jurídicas que 

directa o indirectamente inciden en el tema de la protección civil. Ello demuestra que la 

preocupación por esta materia no ha sido ajena al legislador ni a la Administración con 

potestades nonnativas. 

Sin embargo, este esfuerzo ha carecido de la necesaria visión global o de conjunto, 

absolutamente imprescindible dado el carácter multifacético que en la realidad presenta la 

12Ésta es por la demás la tónica de la propia legislación de ONEMI, que contempla esta 
solidaridad y subsidiariedad a la que hemos aludido. Al efecto, vid. art. 42 DS N2509. 



emergencia. Esta visión de conjunto permitiría estructurar un sistema de protección civil 

que considere a la emergencia y a la protección de las personas en toda la amplia gama de 

situaciones que se pueden presentar. Lo que existe en la actualidad, es un sistema, sin 

elaboración dogmática ni necesariamente coherente, elaborado en la mayoría de sus 

disposiciones, en relación a respuestas de hechos acaecidos, apareciendo por ende sus 

distintas partes sin una necesaria relación. Ello, conlleva a que se enfrente la emergencia 

-normalmente- en fonna separada como si ésta, en la realidad, se presentara afectando sólo 

a un sector o materia, en circunstm1cias que por lo general, el desafio del desastre es 

normalmente rnultisectorial. 

Es importante precisar que, cuando decimos visión global o de conjunto, no estamos 

postulando un esquema centralizador que concentre el fenómeno de la protección civil en 

un sólo órgano, esquema que sería, en todo caso, regresivo, seguramente ineficiente y 

contrario a todas las orientaciones que en materia de Administración del Estado se vienen 

dando en el país desde hace años, incluyendo las directrices que la propía Constitución 

vigente ha dado en su artículo 3º. Al contrario, nos parece que el esquema sectorial o por 

materias, qne divide funcionalmente la tarea es el modelo más adecuado y con mayores 

garantías de eficiencia 13
, sin perjuicio de que no podernos obviar, que la regulación vigente 

omite la comprensión ele la emergencia y la protección civil en toda su gama ele 

posibilidades y la existencia ele rnecmüsmos que relacionen a los diversos órganos 

involucrados. 

En segundo lugar, y ya miticipado en el punto anterior, es posible advertir una 

diversificación en el tratamiento de todo lo relativo a la protección civil, especie de división 

"Debernos recordar que eficiencia y eficacia, resultan elevados a la categoría de principio 
jurídico ele la actuación de la Organización del Estado, lo que reafirma lo expuesto. vid. art. 5º 
Ley 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. 
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del trabajo en Ja materia. Esta diversificación se manifiesta principalmente en la existencia 

de diferentes órganos a los que por materias específicas les han sido entregadas las 

potestades respectivas. Es decir, frente a determinada materia o sector existe el 

correspondiente órgano estatal a quien la ley comete determinadas responsabilidades ( v.gr. 

para Ja energía nuclear, la Comisión Chilena de Energía Nuclear14
; para la actividad 

maritima, la Dirección General del Territorio Marítimo15
; en materia de salud los Servicios 

Regionales16
, etc.). En general, cabe señalar que estos órganos estatales son entes 

personificados o descentralizados17
, es decir, dotados por el legislador de personalidad 

jurídica propia para el cumplimiento de Ja función administrativa asignada. Otros en cambio 

no tienen personalidad propia, sino que actúan jurídicamente por intermedio del Fisco. 

Un caso especial dentro del sistema que estamos describiendo, lo constituyen las 

Municipalidades y los Gobiernos Regionales, ubicados, sin embargo, en el esquema de la 

descentralización territorial. Caso especial decimos, porque a estos entes personificados 

el legislador les atribuye, en distintas leyes específicas, variadas tareas relativas a la 

protección civil, constituyéndose de esta forma en órganos en los que se concentran 

diversas competencias tanto en cuanto a su tipo (autorizatorias, fiscalizadoras, normativas, 

preventivas, etc.), como en cuanto a Ja materia (urbanismo, salud, etc.). Debemos desde ya 

advertir, que existe una especie de tendencia del legislador en atribuir a los municipios y, 

posiblemente en el futuro, a los Gobiernos Regionales, un cúmulo de funciones que, en la 

rnayoria de los casos, no están en condiciones cumplir. 

"ley 16.319 y 18.302 

15DFL 292 (Def.{Marina)/53 

16DL 2763/79 

17Con excepción obviamente, de la Dirección General del Territorio Marítimo. 
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En tercer lugar, en relación a las fases o subsistemas de la protección civil y las 

correspondientes potestades o competencias conferidas, es posible establecer una clara 

distinción: existen potestades conferidas en el ámbito de la prevención (en su sentido más 

amplio) y otras conferidas en el de la emergencia propiamente tal (tanto en su fase de 

respuesta, como en la fase posterior). Las potestades preventivas consisten, en general, 

en mecanismos de fiscalización, verificación de requisitos y otros, a cargo del ente 

sectorial con competencia en Ja materia. 

En cuarto lugar, en cuanto al tipo de competencias conferidas a los órganos administrativos, 

éstas también son diversas. Las hay autorizatorias, normativas, fiscalizadoras, 

sancionatorias, etc. En cuanto a las competencias o potestades autorizatorias, éstas consisten 

en fórmulas en las que el órgano administrativo, previa verificación del cumplirrúento de 

exigencias y requisitos por parte del interesado, faculta a éste para desarrollar determinada 

actividad (v.gr. la autorización para edificar, cumpliendo la normativa sobre construcción, 

que otorga el municipio respectivo18
; la autorización para el funcionarrúento de instalaciones 

radioactivas que otorgan los Servicios de Salud19
; las diversas autorizaciones con que se 

debe contar para desarrollar actividades marítimas, tanto en relación a las personas 

involucradas como a los bienes utilizados para dichas actividades, y que otorga la Dirección 

del Territorio Marítimo20
; etc.). 

Las competencias normativas consisten en la potestad atribuida por el legislador a un 

determinado órgano administrativo para regular o norrnar determinado sector o materia. Esta 

18vid. art. 20 de ley 18.695 en relación DFL 458 art. 116 (Ley General de Urbanismo y 
Construcción) 

19art. 86 Código Sanitario 

20DL 2222/78 
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regulación de origen administrativo, por los órganos que la emiten, complementa 

normalmente Ja regulación legal -donde encuentra su habilitación (sub legal)- que señala el 

marco general, dejando a la nonna administrativa la regulación de las situaciones 

específicas y de detalle, sin perjuicio de que Ja autoridad administrativa, en todo caso, tiene 

zoñas de restricción en su actuación y que son demarcadas por el propio ordenamiento 

constitucional, que ha erigido un sometimiento a legalidad en la mayoría de los derechos, 

que a modo de garantía constitucional se encarga de consignar21
• Este sistema, compatible 

constitucionalmente, en los términos anotados, tiene la ventaja de otorgar a la nonnativa 

la necesaria flexibilidad frente a la realidad siempre cambiante, puesto que originándose en 

un órgano administrativo, este mismo órgano la puede modificar de acuerdo a las 

circunstancias de mérito o conveniencia, resguardando eso sí, los derechos que se pudieren 

haber adquirido. Este tipo de competencia tiene dos modalidades. Algunos órganos la tienen 

por sí mismos, en virtud de la atribución legal respectiva, (v.gr. Dirección General del 

Territorio Marítimo, Servicios de Salud, etc.). Otros, en cambio, la ejercen indirectamente 

a través del Ministerio (órgano centralizado) por el cual se relacionan con el Gobierno, 

proponiéndole a dicho ente de la Administración Central la dictación de la normativa que 

estimen conveniente para su sector (v.gr. Superintendencia de Electricidad y Combustibles22 

en relación con el Ministerio de Economía). 

El ejercicio de las competencias normativas nos plantea varias dudas. Aparte del posible 

efecto económico que una frondosa e inestable regulación puede tener, desincentivando las 

inversiones y haciendo odiosa la actitud del Estado en el ejercicio de las diversas 

actividades que se desarrollen. Desde un punto de vista estrictamente jurídico, este tema nos 

21 v.gr. Las limitaciones al dominio encuentran su fuente sólo en la ley -19 NQ24-, sin 
perjuicio de la indemnizabilidad de su afectación; 19 NQ21; 19 N222; 19 N223, etc. 

22Ley 18.410 
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plantea la cuestión de hasta dónde puede llegar lícitamente esta regulación dentro del marco 

de la Constitución actualmente vigente. Nos referimos concretamente a la garantía de la 

reserva legal de la regulación de la actividad económica consagrada en el artículo 19 N2 21 

de la Constitución. Esta garantía consiste en que el ejercicio de cualquier actividad 

-económica sólo puede ser regulado por normas legales, es decir, leyes en sentido estricto23
• 

No podría, por tanto, una regulación meramente administrativa (no legal) normar 

actividades económicas, cuyo libre ejercicio la Constitución asegura a todas las personas, 

con la sola limitación de respetar " .. .las normas legales que la regulen". 

En cuanto a las competencias fiscalizadoras o de control que varios de los órganos en 

estudio poseen, se nos sugieren varias reflexiones. La importancia que en materia de 

protección civil reviste una adecuada fiscalización es evidente. Sin embargo, aquí es donde 

apreciamos una de las mayores falencias del sistema que es el incumplimiento de las 

normas y la ausencia de mecanismos adecuados para que los encargados del control lo 

realicen efectivamente. El problema, entonces, no es la ausencia de normas, qüe, hemos 

visto son abundantes y variadas, sino que el incumplimiento de ellas. 

Como complemento de las competencias normativas y fiscalizadoras, algunos de los órganos 

con potestades en materia de protección civil poseen además competencias para la 

aplicación de sanciones frente al incumplimiento de la normativa legal o aquélla que el 

mismo órgano dicta. En estos casos la ley -normalmente- contemplará un procedimiento 

para la aplicación de las sanciones que correspondan, el que siempre deberá consultar las 

garantías mínimas del debido proceso24, asegurándose siempre la intervención del órgano 

23Vid. también el artículo 61 de la Constitución, que impide incluso la delegación legislativa 
(DFl..) en cuanto se afecten garantías contempladas en el artículo 19 de la Constitución Política. 

2"En cumplimiento del art. 19 Nº 32 inc.4º de la Constitución Política. 



jurisdiccional (tribunales ordinarios de justicia) para la revisión de Jo obrado por el órgano 

administrativo, en razón del principio de tutela judicial que consagra la Constitución25• A 

este respecto cabe indicar la misma observación que Ja hecha sobre las competencias 

fiscalizadoras, puesto que si éstas no se cumplen ni se ejercen por los órganos respectivos, 

es-obviamente improbable que las potestades sancionatorias se lleguen a ejercer. 

Finalmente dentro de este esquema sobre las diversas competencias que el ordenamiento 

confiere a los órganos administrativos integrantes del sistema de protección civil, cabe 

referirse a las competencias coordinadoras, aquellas a que aludíamos al inicio de este trabajo 

como indispensables para obtener una visión global o de conjunto y cuya ausencia efectiva 

constituye, quizás, la principal falla del actual sistema. Decimos ausencia efectiva, puesto 

que en teoría este tipo de competencia está radicada precisamente en ONEMI, al tiempo que 

en Ja realidad carece de los necesarios complementos para hacerla cumplir en la práctica, 

complementos que podrían consistir en atribuir a ONEMI potestades sancionatorias que 

materialicen esas competencias de coordinación. 

Il.3) Contiendas de competencia administrativas 

Las contiendas de competencia son un fenómeno propio de cualquier sistema organizativo 

relativamente complejo y casi inevitable como lo demuestra la realidad. Este fenómeno es 

tan evidente que el propio legislador ha previsto mecanismos para resolver las contiendas 

que pudieran producirse entre distintos órganos de la Administración. Sin embargo, cabe 

señalar como idea fundamental, que las contiendas de competencia son necesariamente 

excepcionales puesto que el ordenamiento jurídico posee una lógica y coherencia internas, 

más allá de las dudas y confusiones de sus intérpretes. Las contiendas, por ello, son una 

25art.73 C.P. 



"anommlidad" del sistema que él mismo se encarga de solucionar. 

En relación a la misma idea de las contiendas de competencia como algo excepcional y a 

la coherencia interna del sistema jurídico como principio general, debemos indicar que 

",muchas de dichas contiendas no son sino aparentes. En esos casos el supuesto problema 

lo solucionaremos confonne a una interpretación que tome en cuenta lo anterior y con las 

herramientas que el ordenamiento nos proporciona en materia de actuación de los órganos 

administrativos dotados de potestades públicas. Muchas veces estas "falsas contiendas de 

competencia" no se plantean expresa y fonnalmente por el órgano supuestamente 

involucrado ante aquel llamado a resolverlas. La solución al problema (aparente) no es 

buscada por la vía de la "acción", sino que por la de la "omisión",es decir, frente a la 

afirmación, correcta o no, de que sobre una misma materia o situación concurren con sus 

competencias dos órganos distintos la respuesta en defmitiva se traduce en un no actuar. Si 

consideramos que detrás de toda competencia va envuelta una necesidad pública que debe 

ser satisfecha, comprenderemos la gravedad de esta situación. 

La revisión que hemos hecho del sistema de protección civil nos ha permitido concluir 

como su característica fundamental la de la difusión: variados órganos con competencias 

diversas se ocupan de la protección civil. Esto, que podría considerarse terreno propicio para 

las contiendas de competencia, adquiere por ello singular relevancia, y ello es lo que 

pasamos a exponer. Considerando los siguientes puntos de solución: 

II.3.a) La ley 18.575 de Bases Generales de la Administración del Estado: su aporte 

general. 

Esta ley orgánica constitucional (art. 38 de la Constitución) es la encargada de establecer 

la organización básica de la Administración del Estado. Su adecuada comprensión nos 
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parece indispensable para el correcto ejercicio de las potestades públicas atribnídas a los 

órganos del Estado, no sólo en materia ele prevención y emergencia, sino que en general. 

Sus nonnas nos entregan criterios de interpretación ele las competencias administrativas, 

especialmente importantes para resolver las que hemos llamado "falsas contiendas ele 

competencia", además de referirse y tratar el tema de las reales contiendas. Su art. 2º 

consagra el principio de juridicidad y el ele la reserva legal de las potestades26
• Por su parte, 

el art. 3º inc. 1 º establece el llamado principio ele la servicialidacl del Estado27
• Debe 

considerarse además su art. 5º que establece dos principios fundamentales, cuya aplicación 

correcta por parte de la Administración resolvería muchas de esas falsas contiendas, el 

principio de la eficiencia y el de la actuación coordinada. La importancia ele este último 

es evidente en materia ele protección civil donde la coordinación entre los diversos órganos 

atribuidos de potestades resulta vital28
• 

Seguidamente nos encontramos con el art. 8º inc.1 2, relativo al impulso de la actuación de 

la Administración. Dicho impulso lo pone la ley de cargo de la propia Administración, 

siendo el impulso ele los particulares necesario sólo como excepción cuando la ley lo exija 

expresamente. Es la forma como el legislador ha querido eliminar la abulia y la indolencia 

26"Los órganos de la Administración del Estado someterán su acción a la Constitución y a 
las leyes. Deberán actuar dentro de su competencia y no tendrán más atribuciones que las que 
expresamente les hayru1 conferido el ordenamiento jurídico. Todo abuso o exceso en el ejercicio 
de sus potestades dará lugar a las acciones y recursos correspondientes". 

27"La Administración del Estado estará al servicio de la comunidad, atendiendo las 
necesidades públicas en forma continua y permanente". 

28El art. 5º clispone:"Las autoridades y funcionarios deberán velar por la eficiencia de la 
Administración, procurando la simplificación y rapidez de los trámites y el mejor 
aprovechamiento de los recursos disponibles./l/Los órganos de la Administración del Estado 
deberán cumplir sus cometidos coordinadamente y propender a la unidad de acción, evitando la 
duplicación o interferencia de funciones". 
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en el desempeño de las funciones públicas que, recordémoslo una vez más, están al servicio 

de la comunidad y para la satisfacción de las necesidades públicas. Es oportuno asimismo, 

precisar que la norma del art.SQ que estamos analizando no significa la atribución a la 

Administración de potestades amplísimas e indeterminadas; no significa que puedan actuar 

·• de cualquier forma y en cualquier materia. La propia iniciativa que ordena la disposición 

lo es "en el cumplimiento de sus funciones", las que son necesariamente acotadas y 

detemünadas29
• El art. 1030 de la ley se refiere al control jerárquico de las autoridades y 

jefaturas sobre sus subordinados, control que es obligatorio e integral. Obligatorio para el 

superior puesto que es la forma de saber en qué grado y medida el ente bajo su dirección 

y el personal de su dependencia cumplen o no la tarea encargada, que, en definitiva, no es 

otra que la satisfacción de la necesidad pública encargada por el legislador. Integral, puesto 

que comprende aspectos re la ti vos a la eficiencia y eficacia, como también los aspectos 

jurídicos y de oportunidad. 

Luego, art 1131 establece el llamado control de cumplimiento como obligación de ciertos 

funcionarios superiores dotados de potestades normativas (pueden dictar normas o regular 

29El art. 8Q inc. 19 señala"Los órganos de la Administración del Estado actuarán por propia 
iniciativa en el cumplimiento de sus funciones, o a petición de parte cuando la ley lo exija 
expresamente o se haga uso del derecho de petición o reclamo". 

'º"Las autoridades y jefaturas, dentro del ámbito de su competencia y en los niveles que 
corresponda, ejercerán un control jerárquico permanente del funcionamiento de los organismos 
y de la actuación del personal de su dependencia.///Este control se extenderá tanto a la eficiencia 
y eficacia en el cumplimiento de los fines y objetivos establecidos, comoa la legalidad y 
oportunidad de las actuaciones". 

31 "Las autoridades y funcionarios facultados para elaborar planes o dictar normas, deberán 
velar permanentemente por el cumplimiento de aquéllos y la aplicación de éstas, dentro del 
ámbito de sus atribuciones, sin perjuicio de las obligaciones propias del personal de su 
dependencia". 
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ciertas materias) o potestades planificadoras (elaboración de planes). Hemos visto que varios 

son los órganos con atingencia en materias de protección civil dotados por el legislador de 

potestades normativas y/o de planificación ( v.gr. DIRECTEMAR, Superintendencia de 

Electricidad y Combustibles y especialmente Municipalidades y Gobiernos Regionales), por 

- lo que es este un punto de singular importancia en nuestro estudio. 

Queremos enfatizar que las disposiciones transcritas y analizadas ubicadas en el Título I de 

la ley 18.575, son normas jurídicas obligatorias para todos los órganos de la 

Administración del Estado y no meras enunciaciones teóricas o recomendaciones de buen 

desempeño. Son principios de sana administración inspirados en la servicialidad del Estado 

y su deber de promover el Bien Común que han sido plasmados por el legislador en normas 

jurídicas concretas y cuyo incumplimiento trae aparejada la responsabilidad del Estado32 y 

la del funcionario infractor. Estos principios plasmados en normas jurídicas deben ser 

considerados cada vez que interpretemos las potestades públicas y su ejercicio y, 

obviamente, también cuando nos enfrentemos a esas falsas contiendas de competencia 

resueltas por acción u omisión. Constituyen instrumentos fundamentales de interpretación 

para la solución de conflictos aparentes o no. 

II.3.b) La ley 18.575, las contiendas y sn aporte especial. 

Esta materia está tratada en el Título Il de la ley 18.575, en su art. 36. Es importante indicar 

que las disposiciones de esta Título Il no son aplicables a diversos entes de la 

Administración -como se advirtió-, entre los cuales nos interesa resaltar para efectos de 

nuestro estudio a las Municipalidades, caso especial que trataremos más adelante. La 

32vid. en particular arts. 6º, 7° y 38 inc.2º de la Constitución Política; 2º, 4°, 15º y 
especialmente, para quienes se aplica el TIT.Il de la referida ley (art.18) el art.44, todos de la ley 
18.575. 
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solución ideada por el legislador para las contiendas de competencia hace una distinción que 

conviene considerar. 

El ordenamiento jurídico chileno organiza la Administración del Estado en tomo a la figura 

del Presidente ele la República quien es el Jefe ele Estaclo33 y a quien corresponde el 

gobierno y la administración. Esta función la desarrolla el Presidente con la colaboración 

de los órganos que establezcan la Constitución y las leyes (art. 12 ley de Bases). Estos 

órganos los podemos agrupar en dos grandes categorías: 

a) órganos centralizados o no personificados (sin personalidad jurídica propia) que se 

vinculan con el Presidente mediante el vínculo jurídico de la dependencia; 

b) órganos descentralizados o personificados que se vinculan con el Presidente por el 

vínculo de la supervigilancia o dependencia atenuada. 

Esta dependencia o supervigilancia la ejerce el Presidente a través del Ministerio que 

corresponda, salvo las excepciones legales correspondientes. Si la contienda de competencia 

surge entre órganos que dependen o se relacionan (término asociado a la supervigilancia) 

con un mismo superior jerárquico, la contienda es resuelta por dicho superior. Si la 

contienda surge entre órganos dependientes o vinculados (supervigilados) con distintos 

ministerios, la contienda debe ser resuelta por los Ministros respectivos y en caso de 

desacuerdo resuelve el Presidente ele la República . 

Il.3.C) Un caso especial: de las lWunicipalidades 

El mecanismo de solución recién descrito no es aplicable a las Municipalidades, según lo 

dispone el art. 18 de la ley de Bases. Las Municipalidades constituyen un caso especial 

31art. 24 de la Constitución 
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dentro de la estrnctura organizativa del Estado. Son entes personificados vinculadas con el 

poder central a través de una supervigilaucia bastante menos intensa y fundamentalmente 

variable según factores normativos y fácticos. Pero aún puestos en la hipótesis de la más 

tenue supervigilancia no podemos olvidar que los Municipios son parte de la 

Administración y su actuación debe considerar este principio fundamental. Clara expresión 

._ de esta idea es el art. 7º de la ley de Municipalidades ( ley 18.695) que dispone: "Las 

Municipalidades deberán actuar, en todo caso, dentro del marco de los planes nacionales 

y regionales que regulen la respectiva actividad. Corresponderá al Intendente de la región 

respectiva velar por el cumplimiento de lo que dispone el inciso anterior". Es decir la 

actuación de las Municipalidades no puede, ni debe estar al margen de las orientaciones 

dadas por las políticas a nivel nacional y regional; los municipios son parte de la 

Administración del Estado, cuya cabeza (Jefe) es el Presidente de la República, y su 

autonomía debe ejercerse e interpretarse ele acuerdo a esta idea fundamental34• 

:"No dejamos de reconocer que la actual legislación no tiene soluciones expresas a estas 
eventuales contiendas -positivas no negativas- que pudieren producirse. Al efecto, el DL 
1289(1975), hoy derogado, establecía en sus artículos 73 y 74, soluciones concretas. Hoy, la 
solución parece materializarse por vía de coordinación (del Gobernador, art.8º Ley 18.695), 
instrumento que no refleja soluciones competenciales concretas frente a eventuales contiendas, 
lo qne ha llevado incluso a Ja interposición del mecanismo del recurso de Protección, en la 
búsqueda de la solución al problema planteado, medio que no compartimos . 
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de su personal durante la emergencia 

Importaciones especies donadas 

Impuesto, tasa, derecho o gravamen 
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Inmuebles 

Inmuebles para damnificados: origen,posibilidad 
de adquirirlas 

Intereses 

Instituciones de Previsión Social 

Instituciones asistenciales 

Intendentes 

Intendente 

Integración del e.e.E. cuando no existen 
Uniones Comunales: representantes 

Intervención de Arquitectos: Excepciones 

Ingenieros 

Ingenieros civiles particulares o estatales 

Instituciones sin fines de lucro 

Internados 

Informes previos 

Irrecuperabilidad de especies empeñadas 

INDAP 

Inventarios de bienes dados de baja 

Inscripciones C.B.R. 

L E T R A "J" 

Jabón 

Jefe de la Unidad de Carabineros 

Jefe de la Unidad del S.N.S. 

Juntas de Vigilancia Código de Aguas 

Juzgado de Letras de Mayor Cuantía 
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Juicios pendientes 

Juicios: oportunidad de su iniciación 

Juicios de cuentas: Casos calificados en 
que se omite el procedimiento habitual 

LETRA "L" 

Leyes Orgánicas de los Servicios Públicos 

Limites para las normas de excepción 

Ley de Impuesto a la Renta: excepciones 

' 
Leyes Orgánicas o Reglamentos: excepciones 

Leyes Orgánicas o Reglamentos: excepciones 

Leyes Orgánicas 

Ley 16.282: vigencia de las disposiciones 
legales 

Ley General de Construcciones y Urbanización 

Léy 9.125 

Ley 16.391 

Ley Orgánica: Excepciones 

Locales comerciales anexos a viviendas 

L.O.C.A. 

LETRA 11M11 

Magnitud del daño: utilidad del concepto 

Multas: condonación 

Ministerio del Interior 

Materiales de construcción 

Medicamentos 
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Menaje de casa 

Ministerio del Interior 

Ninisterio del Interior 

Ministerio del Interior 

Ministerio del Interior 

Nunicipalidades 

Municipalidades: posibilidad de recibir 
aportes 

Ministerio de Hacienda 

Ministerio del Interior 

Ministerio de Defensa 

Medida Preventiva 

Ministerio del Interior: Instrucciones 

Ministerio de Educación 

Ministerio de Vivienda y Urbanismo 

Municipalidades 

Ministerio de la Vivienda 

Municipalidad: carencia de personal 

Ministerio de la Vivienda 

Municipalidad 

MINVU 

MINVU 

NINVU 

Modificación de los planos reguladores 

Municipalidades 

Municipalidades y planos reguladores 

Ministerios del Interior y de Tierras 
(Bienes Naconales) 
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Modificación en ubicación o trazado de 
bienes nacionales de uso público 

Ninisterio de Tierras (Bienes Nacionales) 

Menoscabos en predios particulares por 
causa de subastas necesarias de bienes 
nacionales de uso público . 

Ministerio de Tierras y Colonización 

Municipalidad 

Ministerio de Tierras y Colonización 

Municipalidades 

Ministerio de Bienes Nacionales 

Ministerio de Economía 

Mutuos para reparación, reconstrucción 
y reposición de locales comerciales 

Ministerio de Educación 

Medio pupilaje 

Ministerio de Economía 

Ministerio de Agricultura 

Ministerio de Obras Públicas 

:Municipalidades 

Municipalidades 

Ministerio de Bienes Nacionales 

Municipalidad 

Material de construcción 

L E T R A "N" 

Norma de excepción: Finalidad 

Negativa de Ventas 

Número de subsidios autorizados 
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Nómina de beneficiarios tle subsidios: 
menciones 

Notarías 

Negativas de Ventas 

L E T R A 110 11 

Organismos de construcción y asistencia 
social 

Organismos e Instituciones Públicas 
de Fomento Industrial, Agrícola o 

-- Mineros. 

Organización del Plan de Emergencia 

Oficial de más alta graduación FF.AA. 

Organizaciones Juveniles 

Organizaciones Deportivas 

ODEPLAN 

Organismos que integran el Sistema Nacional 
de Planificación 

Origen de las Urbanizaciones: Necesidad 
de su determinación 

otorgamiento de títulos gratuitos 

Obligación a la deuda: excepciones al 
Código de Aguas. 

Ordenanza General de construcciones 
y Urbanización: Excepciones. 

Ordenanzas Municipales: Excepciones 

Obligación de haber pagado el precio 
a la Institución compradora. 

Obligación de levantar y, protocolizar 
planos de poblaciones. 
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L E T R A "P" 

Paises extranjeros 

Presidente de la República 

Pérdida de ocupaciones y empleos 

Paralización de faenas o trabajos 

Presidente de la República 

Paises afectados por un sismo o catástrofe 

Propuestas y Subastas públicas: Excepción 
,de estas formalidades. 

Prórroga de plazos en deudas tributarias 

Presunciones de ventas en la propiedad 
raiz: tratamientos especiales . 

Policía Internacional 

Propiedad de Empleos 

Productos 

Precios Oficiales 

Procedimientos Judiciales 

Penas y sanciones; medidas administrativas 

Procesamiento Judicial 

Presidente de la República 

Protesto de Letras 

Presupuestos Municipales: modificabilidad, 
justificación 

Presidente de la República 

Presupuesto de la Nación: Posibilidad 
de transferir itemes; requisitos. 

Préstamos en dineros o especies: posibilidad 
de otorgarlos: fondos utilizables, finalidad. 

Préstamos a damnificados 
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Préstamos y saldos de precio de 
damnificados: garantía 

Préstamos a damnificados 

Presidente de la República 

Presidente de la República 

Plazo 

Préstamos personales, de auxilio e 
hipotecarios 

Préstamos personales, de auxilio o 
hipotecarios, provenientes de las 

._Instituciones de Previsión Social: 
Monto, intereses, garantias, condi­
ciones de pagos, fondos 

Plazo Clausuras 

Procesos Judiciales 

Prueba: forma de apreciarla 

Presidente de la República 

Plazo 

Plan de Emergencia 

Programa de Emergencia 

Programación de la coordinación 

Problemas críticos: comunicación 

Planificación y Coordinación de 
actividades Ley 16.282 

Plazo 

Presidente de la República 

Planes Regionales de Reconstrucción 
y Desarrollo. 

Proyecto de construcción definitiva 

Plazo 

Planos, Especificaciones y demás 
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antecedentes del MINVU . 

Plano Original: Utilidad, requisitos 

Plazo 

Programa de remodelación 

Prevención de futuras catástrofes 

Plazo 

Planos reguladores, modificación 

Presidente de la República 

Plazo fatal 

Proyectos parciales o anteproyectos 
de planos reguladores . 

Presunción de oficialidad 

Plan de remodelación 

Presidente de la República 

Plano regulador nuevo: efectos 

Presidente de la República 

Presidente de la República 

Precio de venta 

Presupuestos extraordinarios de 
las Municipalidades 

Presidente de la República 

Presidente de la República 

Poblaciones nuevas que se creen 
modifiquen o amplíen: posibilidad 
de dar títulos gratuitos de dominios 
en ellas. 

Presidente de la República 

Plazo 

Presidente de la República 
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Presidente de la República 

Plazo 

Plazo periódico 

Presidente de la República 

Plazo periódico 

Presidente de la República 

Presidente de la República 

Presidente de la República 

Presidente de la República 

Petorca 

Provincia de Aconcagua 

Plano de Loteo y Subdivisión 

Predio perteneciente a Cooperativas 
o Comunidades. 

Predios en las cuales existan de Nº 
de poblaciones de tipo popular 

Poblaciones de tipo popular 

Procedimientos breves y sumarios 

Promesa de compraventa a comunidades 
cooperativas o sociedades. 

Presunción de Asociación: Requisitos 

Poblaciones beneficiadas con titules 
gratuitos: Determinación limitativas 

Poblaciones declaradas en situaciones 
irregulares 

Préstamo para reparación o reconstrucción 
de inmuebles dañados. 

Presunción de dominio: Requisitos 

Posesión material y exclusivas y continuas 

Presidente de la República 
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Plazo 

LETRA "R" 

Recolección de Aportes 

Remuneraciones interiores a una y 
media s.v. de la Previsión de 
Santiago: utilidad del concepto 

Retasación de Propiedades: Procedimiento 
excepcional 

Remuneraciones 

Reconstrucción 

Reparación 

Representante cruz Roja 

Representantes Direcciones de 
Asistencia Social 

Registro Nacional de Comercia11tes 

Reglamento del Comite Comunal de 
Emergencia 

Regiones Decreto Supremo N' 180/91 
Ministerio del Interior 

Registro de Productores de viviendas 
y construcciones industrializadas y 
prefabricadas del MINVU 

Reparación de Viviendas 

Reparaciones inferiores a 2 sueldos 
vitales anuales 

Resguardo del interés general 

Reglamento 

Requisitos del Subsidios 

Reglamento del Subsidio: Orden de 
preferencia en el llamado a percibirlo; 
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duración, causales ele extinción trámites 
administrativos. 

Reglamento 

Requisito de Condonación 

Responsabilidad Criminal 

Requisitos y menciones de la sentencia 

Rendición de cuentas de personas y entidades 
que hayan administrados fondos especiales del 
Ministerio del Interior. 

LETR1\. 11311 

Solidaridad Internacional 

situación económica del damnificado 

Sanciones Tributarias: condonación 

Servicio de J.J. 

Sanciones Penales 

SERNAC 

s.r.r. 

Suspensión de subastas 

Sueldo vital anual provincia de santiago 

SERVIU 

Servicios Públicos: subordinados 

Sismos y Catástrofes ocurrido en el pais 
de los extranjeros: labores de ayuda en 
provincias 

Sismos y catástrofes en paises extranjeros 

Servicio Nacional de Salud 

Sistema Nacional ele Planificación 

SERPLAC 
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SERVID 

Supervisión en proyectos de construcción 

SERVID 

sueldos vitales: utilidad del concepto 

Supervisión en trabajos de reparación 

Subordinación Urbana al nuevo plan regulador 

Subasta de Bienes Nacionales de O. Pts.: casos 
destinación de los fondos producidos a la mu­
nicipalidad 

Servicio de Impuestos Internos 

Sociedades Ley N" 9.135 y D.F.L. 2 DE 1959 

SERVID 

Subsidio mensual a personas damnificadas 

sueldo vital mensual provincia de Santiago 

Subsidios: requisitos 

sueldo vital mensual de la provincia de 
Santiago 

Superintendencia de Seguridad Social 

Superintendencia de Seguridad Social 

Subsidio de Cesantía sector privado 

Subsidio de Cesantía sector público 

SAG 

Servicio de Administración Pública 

Sentencia Judicial como título 

Socio de Cooperativas, comunidades, socie­
dades: Desechos 

Solicitud de saneamiento: como requisito 
previo. 
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.LETRA "'1'11 

Trámites para salir del·pais 

Tiempo trabajado: jubilación 

Tribunales 

Tarifas de carga y descarga 

Tribunales 

Terrenos para damnificados: origen posibi­
lidad de adquirirlos 

Títulos e Inscripción de Dominios 

Terrenos e Inmuebles necesarios 

Terrenos expropiados ubicados en zonas 
afectadas 

Trabajos de demolición, reparacion y re­
construcción de viviendas: autorizaciones 

Tope de Subsidio 

Títulos preferente para percibirlo 

Tribunal 

Tercero que invoque dominio o posesión 

LETRA "U" 

Urgencia, trámite de: 

Unión Comunal de Juntas de Vecinos 

Unión Comunal de Centros de Madres 

Unión Comunal de Centros de Padres 

Unión Comunal de Organizaciones Juveniles 

Unión Comunal de Cooperativas 

Uniones Comunales: falta 

Unidad Económica Geográfica 

24 

3 

4 

5 

7 

B 

12 

14 

17 

JO 

31 

34 

34 

43 

44 

10 

22 

22 

22 

22 

22 

22 

24 



Uso Público 

Urbanizaciones hechas con fondos Municipales: 
tratamientos en caso de subasta 

Urbanización: predios que no la tienen; 
excepciones que les favorecen 

LETRA "V" 

Vivir a expensas 

Ventas de casa, sitios, locales o parcelas 

Viáticos 

Vacuna Internacional 

Vestuarios 

Venta a precios superiores a lo oficiales 

Ventas de inmuebles a los damnificados 

Vigencia de las disposiciones legales Ley 16.282 

Viviendas individuales 

Viviendas prefabricadas 

Viviendas individuales 

Viviendas individuales de un piso 

Valor metro de terreno: sistema de determinación 

Vestuario 

* * * * * 
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111 LEY 16.2il2: ACTUALIZACIÓN DE LA MISMA' 

TITULO 1 

DISPOSICIONES l'l~Hi\IANENTES PARA CASOS DE SISi\'IOS O 

CATASTRO FES' 

Artículo 12 En el cm.o de producirse en el país sismos o calás!rofes que provoquen 

daños ele considcrnción en las personas o en los bienes, el Preside111c de la República dic!ará 

1111 decrelo supremo f11ml<1do, señalando las comunas, localidades, o seclores geográficos 

dclermímidos de his misnias, c¡ue hayan sido afec1ados, en adelante, "zonas afectadas". En 

caso que los sismos o cauislrofes se hayan producido en un país exlranjero, el Presidente 

de la República poclr;i, por decreto supremo fundado, disponer la recolección de aportes y 

envío de ayudas al exleríor, como un acto hunrnni!ario de solidaridad internacional. Sólo 

a conlar de la fechn del decrelo scfialado podnín hacerse efectivas las disposiciones de esta 

ley, en cuanto fueren cotnpa!iblcs.' 

Artículo 22 Se cnlcndcr;in por damnificados a quienes hayan sufrido, en sus 

personas o en sus bienes, daíios de consideración provocados directamenle por el sismo o 

catás!rofc, y los familiares de éstos que vivan a sus expensas. También se considerarán 

damnificados los qne por la misma causa hayan perdido su ocupación o empleo, sea por 

cleslrucción lotal o parcial de la empresa u oficina o por la paralización de sus habituales 

faenas o trabajos. 

La cuantía, cnlicbcl y condiciones de la ayuda, colaboración o beneficios que reciba 

~Se :1ctu:ilLi:a In ley referida, t~ll tén11int1s de cOJL<;idcrar aúctníis fa vigencia de Su articulado a la luz. <le 
la cnnstit11cíó11 Hl'!UaL Se utiliza en lo 1111.:dular L'I rcxto aco111pa1iado en el i11forn1c rc1ni1it10 . 

'Vid. DS. N' tO·I 1977 / f111erhir. 

'Fncnlc legal arl. I' Ley lfí.282; art. I' DFL t 1971 l111crior; Ley 19.095; Art. único N' l. 
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el danmificadn. 'e co11dicio111mi11 por la a111oridacl q11e correspo11da co11sidcra11clo 

1·unch1111enlall11cnlc la >il11aci"111 cconlÍ111ica y la 111ag11i111cl del daiio ele q11icn reciba la ay11cla 

o hcndicio. 

Los da11rnirirndos que 1wrciha11 1111a re111u11eració11 inferior a uno y 111cclio s11elclo vital 

1ncnsunl de la provincia de S;uningu\ tc11dní11 derecho a ser trasladados a una zona en que 

cxis\<1 1lcmrn1da ele 1na110 de ob1a. Gozar<Ín asimismo prcferc111emcnle ele! derecho a 

nrnlricula en cstahleci111ie1110s educacionales. 

Artículo Jº " El Presidente de la República podni, por clccrclo supremo fundado, 

~En la aclualidall la au1t1ridad no rija el sucl<lo vital ni su n1onlo del sucl<lo vital, la autori<latl fijn el 
"i11grc_sn n1ínin1n", sus fucHIL~S purdcn co115uilnrsc en los siguientes textos lr::galcs: art. 62 N'?i..\ de la 
Cn11<;tÍtuciún (en cua111u tcscrva lcgnl e iniciativa exclusiva); an.44 del Có<ligo del Tr:1bnjo; 81 <lcl t11is1110 
Cótligo; inmbién en llL.l.501 arl.2 inc.3'; y, en ley 19.222. En relación al monto <lcl suel<lo vi1al debe 
considerarse la ley 18.0IR art.8'J. que lo fijo en una relación respecto al ingreso tníniino, para los efectos de 
poder dctenninar su valor o l'.quivah:ncia en las innu111crablcs leyes vigentes y que expresan valores en sueldos 
vitales. 

fi Lris disposicinnes de la ley 16.282 rcíctcntes a atribuciones legales úc órganos públicos ndn1inistrativns 
dchen rcspt•tar en plenitud el ¡win1:i¡iín th.~ juridicithul y 1nuy c,_<;pecialincntc el nrtfculo 611 (incisos 111 y 29) y 
l'l artículn 7'1 (incisos 1° y 29). l'!l cuanto sujeción plena a la Constitticiün, y cu ello al principio úc la rcscrvn 
h.•¡;;1\ de la CP!ltpctcllcia y tk\ proccdilniento, y de la cxigcncil\ de la previa y cxprcsn atribución legal para 
<lCl\l<lL 

f)c :il\i la incnnstitucionali<lad ílagrantc e.le convali<lnciones, ratificncioncs o snnca1nit~11tos 
pnstcriore.s, que CtHltl.~tnpln el arL J letra h) rrasc segunda. De allí, tarnbién, la contravención directa <le la 
Cnns1i tuciún (arts. 6, , 7 , 61 y 62 inc. 4 · N ~ 2 de la CP) en que incurren el inc. l", inc. 2" letrns a), e), e 
i). que pen11itc al Prcsitlcnic Je J;i República 1no<liílcar por acto ad1ninístrntivo preceptos legales <lcl llntna<lo 
Ei.;tntuto Athnini.strativo. de leyes org:lnicas de servicios públicos, lo que viola de 1no<lo patente la 
Constituciún. Las tlisposh.:ioncs que afcc1an hL'5 situaciones jurídicas <le los funcionarios deben confonnarse 
a la Con .. ;;tituciün y no pueden, por lo tatHo, sin vulnerarla dirccta111entc, desconocer sus derechos, puesto que 
violnn el arlículn l9 Nº24 <le ella. 

En este sentido, debe sciialarse que son contrarias a la Constitución el inc. 2" letras a) y g), 
ya que, en lo que se. refiere a funcionarios <le cn1i<la<lcs personificadas, el Presidente carece <le tnlcs 
atribuciones, pues ro111pe l.1 autntu1111fn que la Constitución establece püt cjetnplo para las Municipalidades, 
et Banco Central, la Cnntralnría General de la República, ciertas einprcsas <lcl cstn<lo, Universidades estatales, 
etc. El inciso 2r:i letra b), frase pri1ncra, vulnera la igualdad ante la ley (art.19 N92 <le la Constitución) derecho 
que es asegurado, an1p:1ratlo y protegido por la Carta Ptu1<la1ncntnl de 1no<lo 1nuy dircctu, e incluso 
cspccifica<lo en el igual trato que debe dnr el Estado en tnntcria cconón1ica (cnn10 es el caso <le la contratación 
en cUL'sthln), cn1110 incluso en 1nall~ria tributaria, y de cargas p\iblicas en gcncrnl (art. 19 NQ22 y 20 <le la CP). 
Et inciso 2º lctrns p) y f), es inconstilucional en cuanto hace rcn1isiones nonnativas a la potestad rcglarncntaria 



dictar nonnas de excepción del Eslatuto Administrativo, de las leyes orgünicas de los 

servicios públicos, de ins1i111cin11cs autónomas o semiriscales, para resolver los problemas 

de las zonas urcctadas o hacer 111cís expedita la ayuda a los paises afectados por un sis1110 

o catüstroíe.. 

Las nonnas de cxccpci1\11 que se auloriza dictar por la presente ley, sólo podnin 
ejercitarse en lo~ siguiente-~ casos: 

a) Dcsigm1ció11 tic autoridades y determinación de sus atribuciones o facultades. 

b) Exención del lni1ni1e de propuesta o subasta pública a las reparticiones fiscales, 

semifiscalcs, de atl11ii11islrnci1i11 a111ó11oma, a las empresas en que el Estado haya aportado 

capitales o tenga rcpresc111ació11 y a las Municipalidades. Se podní asimismo ratificar 

medidas tomadas por los organismos señalados en los momentos mismos del sismo o 

catdstrofe y q11c hubieren rcq11crido de norma de excepción 7. 

c) Rcglamcntación ele las condiciones por las cuales las instituciones semifiscales, 

de administración autó110111a, las empresas en que el Estado haya aportado capitales o tenga 

representación' ·y las Municipalidades procedan a vender, entregar, dar en uso, 

arrendamiento o co11cesió11, o en cualquiera forma o condición jurídica, casas, sitios, locales 

o parcelas con prescindencia ele las exigencias legales o reglamentarias vigentes a la fecha. 

el) Autorizaciones a los organismos correspondientes para que puedan condonar 

parcial o totalmente los impuestos de cualquiera clase que graven la propiedad, las personas 

o sus rentas, actos y contrntos, como asimismo condonar los intereses penales, multas y 
sanciones, entencliénclose tambien para fijar nueva fecha de pago o prórrogas. La 

autorización estarú siempre limitada al hecho de que los impuestos a la propiedad, a las 

presidencial, ya que si se tra!a de 111a1crias que en la actualitL1<l son de rc..o;crva lega 1, no pueden ser reguladas 
por actos a<l1ninistrativos sin infringir el articulo 60 N112 (en relación cun los artículos 611 inc.1 2 y 22 y ?<J. inciso 
12 y 21! de CP). Es dccír este artículo de la ley presenta una serie de itu.:onstitucíonali<lcs, por lo que tlcbc ser 
rcadccua<lo a nuestra realidad constitucional. 

7Sin perjuicio de la nota anterior y de enunciar la contradicción del presente párrafo con el contenido Ucl 
art.7 inc.22 de la Cn11sti tución. en cuanto "ni aún n pretexto de circunstancias cx1raor<linarias1

'. Queren1os 
in .. -;istir que, en tndo cnst\ la rntíflcaciún aludida es específica, esto es, referida especialmente a n1ctlidns 
singulariznclns en ca<ln. caso, no in genere, con10 la ha venido entendiendo y aplican<lo~la autoridad -vid. DS 
(!nl.)750 pub. D.0. 6.11.90-; ello ademns porque la referencia a medida, en general corresponde por actos 
cxcpcionalcs o s:111ch111atnrios (vill. art.41 Constitucitín). 

nRccorda1nns que propi:unentc sólo co11forn1an la Adn1i11istracidn del E.'iiado, las cn1prcsas públicas 
creadas por ley. Vid. atls. 1 y 18 de ley 18.575. 



i 
j 

j personas o a su'."' rentas. actos u contratos sean devengados en la zona afectada. 

e) A111oriz;icitin de la retasación de la propiedad raíz determinando el procedimiento. 

f) A11torizaci<'lll parn rebajar J;is presunciones ele renta ele la propiedad raíz contenidas 

en la Ley de l1np11eslo a la Renta, respecto de los inmuebles ngricolas o no ngricolas 

situados en toda:; n algunas de las zonas afectadas crnnprendidas dentro del área del sismo 

o cntcistrnfe. E:;ia rebaja afectani únicamente al monto de las rentas que deban declararse 

por el mio calendario en que ucurrió el sismo o catüstrofe. 

g) Disponer h1s cotnisiones de servicio al extranjero de empleados públicos, de 

instituciones autónomas o semiílscales, ele las Fuerzas Armadas o del Cuerpo de 

Carabineros; a quienes se les proporcionará, a la brevedad, los medios necesarios para llevar 

a cabo su cumctido. 

h) Liberar a estas personas y a los cuerpos civiles cuando fuere procedente, de las 

exigencias establecidas para salir del país. 

En todo caso, sení obligatorio disponer del certificado de vacuna intenmcional.9 

i) Facultm a los servicios públicos, para que puedan, por decreto supremo, hacer 

donaciones a los paises afectado por un sismo o catá~trofe. 

Artículo 4º Si alguna persona enviada al exterior , con motivo de un sismo o 

catüstrofe, se accidentare, éste se considerará, para tocios los efectos legales, como accidente 

del trabajo o en actos de servicio, según corresponda, por solo hecho de ocurrir en país 

extranjero. Y el rvlinisterio ele! Interior adoptará tocias las medidas del caso a íln de que 

sea trasladado al lugar ele su domicilio. 

El trabajador af1liado a alguna institución de socorro o beneficencia, como Cuerpos 

de Bomberos, Cruz Roja, etc, que fuera enviado en misión con motivo de sismo, catástrofe 

<1Rccorda1nns q11c las exigencias de "salida del país", deben cncti.1tlrarsc a los ténnin<Js del art.19 N97 letra 
a) de la Constituciün, cslo es líbcrtad para "entrar y salir de su territorio, n cont.lición de que se guarden las 
nonnas cslablccidas en la ley, salvo sicn1prc el perjuicio <le terceros". Sólo la ley tiene la idoneidad jurídica 
para cstahlcccr condiciones n !in1itacioncs -en cuanto procedan- ni ejercicio de este derecho. Ver a este 
respecto el Código de Proccdí1nic1110 Penal. de donde ernanan las principales lin1itaciones a este derecho, a 
sahcr, la cncargntnria de reo y el arraigo. E.<; iinportantc considerar en tnntcrias de salud el libro 211 del C. 
Sanitario (de la prníila,xis sanitaria internacional), En todo c.1501 en In ach1alida<l no existe exigencia legal de 
vacuna intcrnncionnl y lo relativo al ingreso y salida del país de personas <lcsde In perspectiva sanitaria esta 
regulado por el Reglamento de Sanidad Marítima, Aérea y de las Fronteras, fijado por el D. de Salud 263/85; 
y en todo caso las 1ncdidas sanitarias n requisitos sanitarios quedan entregados n los Servicios de Salud 
cnrrcspnnd ientcs. 



o calmniclacl, por el t\li11is1crio del l11terior, previa autorizacit\11 de la institución a que 

pcrte11ece, conservar;i la propiedad ele su empleo, durante el tiempo en que dme su 111isilin. 

Este tic111pn se cnnsidernrü parn todos los efectos legales, como efectivamente 

trabajado, s~1lvu el pago de• sns re111u11eracioncs, lo que serü facultativo para el emplemlor. 

Artículo 5'' Los prmluctores o comerciantes y funcionarios de instituciones 

comerciales del Estado que se negaren infnndnclamente a vender de contado al público para 

su consumo ordinario ali111e11tos, vestuarios, herramientas, materiales de construcción, 

productos, 111edica111cnlos y articulas farmacéuticos ele uso en medicina lnnnana y 

veterinaria, menaje ele casa, combustibles, jabón y bienes que sirvan para el alhajamiento 

o guarnecimiento de una morada, o condicionen la venta a la adquisición de otras 

mercaderías; lo 111is1110 que cualquiera persona que a sabiendas comercie con bienes 

destinados a ser dbtribuidos gratuitamente en la zona afectada, sufrínín la pena ele presidio 

menor en sus grados mínimo a medio. En la misma pena incurrirán quienes, siendo o no 

comerciantes, vendan los artículos a que se refiere el inciso anterior a precios superiores a 

los oficiales o con engaiio en la calidad, peso o medida, o los que los acaparen, oculten, 

destruyan o eli111inen del mercado 10. 

Se sancionani en igual forma a los que vendan artículos alimenticios adulterados o 

en condiciones nocivas para la salud. 

No obstante, si alguno ele estos delitos tuviere asignada una pena mayor en las leyes 

vigentes, se aplicad dicha pena. 

Los Tribunales apreciarán la prueba proclucicla y expedirán su fallo en conciencia. 

Las penas establecidas en este artículo serán aplicadas sin perjuicio de las sanciones 

y medidas administrativas que establezca la legislación vigente. 

La Dirección ele 111clustria y Comercio 11 , por intenneclio de su Director, o del 

funcionario que éste designe en cada provincia, podrá hacerse parte en los procesos a que 

dieren lugar los delitos que se contemplan en este artículo. 

wEste inciso vulnera el tlehidu proccdí111icnto -art. 19 N93 incs 4° y 59 <le la C.- y es contrario al nrl. 7 
inc. {9: 1 al no contc1npl:1r 111 fonna/procclHniic11to que la autoridad debe rc.<;pcl.ar. 

11 En la acltmlidad SERNAC. Yitl. art. 5' Ley 18.959, extinguió a Dirinco, crea Servicio Nacional <le! 
Cnnsu1n itlor (Scrnac), cslahlccc que lt)llas las tncncioncs que ha~~las h~yes a Dirinco, deben entenderse en 
rclacil1n al Scrnac, orgnnis111n _que 1.:11c1Ha con el n1istno estatuto jurídico que detentaba su antecesor. 
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En los delilos contra las personas o la propiedad sení considcraLlo agravante el hecho 

de haber sido co1netido el delito en la zona afectada. 

Se faculln ;i\ Prcsidcnlc de la República para fijar normas excepcionales relativas a 

protestos ele letras de ca111hin y plazo de validez de los cheques". 

Artículo 6" El Ministerio del Interior queda autorizado por la presente ley para 

recibir donacionc~ o erogaciones que se hagan para ayudar a las zonas dntnnificadns. 

Las crogncioncs o donaciones, cualquiera que sea su condición, podrcin ser puestas 

por el Ministerio del Interior a disposición de cualquiera institución fiscal, sernifiscal, de 

administración autónoma o empresa en que el Estado haya apo1iado capitales o tenga 

representación, a las Municipalidades o a las entidades privadas que estime mlis adecuadas 

para su distribución y aprovechamiento. 

Para cambiar el destino de una clonación condicionada será preciso que el donante 

consienta en ello. 

Autorizase al Ministerio del Interior para enajenar las especies donadas para los 

clamnificaclos y destinar el producto de dicha enajenación a los fines para los cuales fueron 

donadas. 

El Ministerio del Interior queda exento ele las formalidades requeridas en todo 

cuanto se refiera a la recepción de las donaciones o erogaciones a la zona damnificada para 

su enajenación, distribución y aprovechamiento. 

El Ministerio del Interior cianí cuenta a la Contraloría General ele la República de 

la inversión ele los dineros que haya recibido como donaciones. El examen de las cuentas 

que rindan los organismos fiscales, semiliscales, por los actos o inversiones que hubieren 

realizmlo con ocasiún de sismo o cat<ístrofe, se apreciará por la Contrnlorín General de la 

República en conciencia, cuando faltaren documentos o comprobantes de la inversión 

realizacla. 13 1,1 

1:!1ncisn inscoll!'titucional por consti111ir u1ta rc111isi6n non11a1iva, a 111atcrias que cstnn rcgulaUas por ley. 

ºEn virtu<l de lo dispu~<;to pnr el D.S. l .·171/75 (D.0. 28.01.76) las facultades rclativil.3 n las donaciones 
y erogaciones que le co111pcten al f\finisterio del Interior fueron <lclcgad..1s en los Intendentes Regionales, lo 
que no es aplicahle para el Arca f\·!ctn)polilan.a <le Santiago, en donde <lichas facultades continuarán radicadas 
en el Ministerio del Interior. La "'llorcncia a l1is arts. 5' y 6' de la Ley 16.282, que hace el DS. citado, debe 
entc1Hlcrsc a los arts. 6º y 7º tlt~I h.•.xtn vigl'.nlc Oc la ley indicada. 

Esta <lelegaci6n cst;i vigente. Ello por cuanto una <lelegaci6n rcalizatln previa vigencia ele la ley 
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Artículo 7'' L;is do11;1cioncs que se el"ectúen con ocasión de la catristrofe o 

cnlamiclad públicn, al btmlo, a personas naturales o jurídicas ele derecho público 0 

fundaciones o corporaciones de derecho privado, a las Universidades reconocidas por el 
Estaclo, o que (~hile haga a un pnis extranjero, estarán exentas de todo pago o grnva1nen que 

las afecten en las 111is111<1s condiciones que las seiialaclas en el decreto ley 45 1\ de 16 ele 
oclltbre ele 1973. 

Asit11is1110, las itnportaciones o exportaciones ele las especies clonadas estarán 

liberadas de todo tipo ele impuestos, derecho, tasa u otro gravamen que sea percibido por 

Aduanas, como latnhié11 estani11 liberadas estas importaciones o exportaciones de las tarifas 

ele carga o descarga, tnovilización, almacenaje, operaciones complementarias u otras, ya sea 

en puerto, aeropuertos o estaciones de ferrocan-iles, y se entenderán también eximidas ele 

las prohibiciones, limitaciones y depósitos aplicables al régimen general de importaciones 

orgánica de bases cons1itucinnales de la ad1ninis1racidn del Estado, no cesó en sus erectos por la sóla irrupción 
de esta nueva nonnativa, Esto se confinua pcir dictán1cncs de Contralorin General. Adenuís, el D.S. citado, 
puctlc encua<lrnrsc tle11tro de In cstahlccido por el art.43' <le la Ley de Bases señalada -t8.575-, por lo que 
tan1bié11 es válida y se e1H.:ucntra vigente, ello por cuanto la delegación es parcial y en n1ateria cspccffica y 
el <l~lcgado -lntcndcnlc- es en tlxlo caso un funcionarios <le In dependencia del <lelcgantc -en últbno térn1ino 
el Presidente <le la Repühlka- que ejerce sus atribuciones, como la de la especie, a traves <le! Ministerio <lel 
lntcrior. No tlchc olvidarse que las atribuciones otorgadas genéricamente a los 111inistcrios1 corresponden al 
PrcsiJentc lle la Rc¡niblica, con10 lo ha setlala<lo Contraloría y con10 se <la cucnla tlc la fuente fonnal de la 
dclc~nchín, en la especie un Decreto S11prc1110 y no una resolución, con10 corrcspun<lcrfa si el Jvfinistro 
ejerciere con1pctcncias pn1pü1s. Su une a lo expuesto, en reafinnación. lo <lispucsto en el art 13 del DPL. 
7.912 /t927 que dispone que el Ministro como representante <le! Presidente de la República, es el jefe 
inmcdinto <le torios los servidos y funcionarios públicos <lcpcn<licntcs <le sn ministerio. Por su parte, y 
desde ntro ángulo, el DPL 22/ 1959 dispone que "El Servicio <le Gobierno Interior es el organismo mediante 
el ctial el Presidente tic la Re¡nibl ica, colllo Jefe Supremo <le la Nación, ejerce el Gobierno Interior del Esta<lo. 
llepenrlc del Ministerio del Interior"; t!cpcn<lcncia que qucrfa clara al tenor <lcl art. l' y 2' letra a) <le la 
L.19.175 que dispone que el gobierno interior de cndn región reside en el intendente. En cuanto a que, 
si en virtud del art.43 tic 1.1 lcy t 8.575, d Ministerio <le! Interior pudiera delegar sus frn1ciones sobre la materia 
en ONEfvlI 1 en el Are,1 rv1c1ropolit:111a o en cualquier otra vfn revocación de la delegación hecha a lo~ 
ln!cnllcntcs, csthnnn1os que ello no podría realizarse toda vc:r. que las facultades concedidas relativas a 
tlonncioncs al rvtinistcrio nn pueden ser cjcrci<l.as a través de la ONEMI scgün dispone el art.79 del 
D.L.l.080/75 que nwdific1í dar\. 2' del D<L.369. 

14 En virtu<l dld nn. 7"' f)L. LUSO, las funciones que corrcspon<lcn al Ministerio del interior <le 
confonnida<l a los actuales arts. 6' y 7' <le la ley 16.282 no pueden ser ejercidas por <licho Ministerio a través 
de ONEMI, al modificar el D.L. ci1attn el .irt. 2' del D.L.369, en el sentido indicarlo. 

15Sc trata de un sis!ctna ncll1a\111cnte vigente. 
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o exportaciones. 

El tvlinbtl'lin del Interior acreclitarü y calificará el carúcter de la clonación y s11 

destino, y emitini un certificado en q11e consten tales hechos, el que deberá ser exigido por 
la Aduana. HJ n 

Artículo 8º Los Tribunales podrún suspender las subastas públicas en la zona 

afectada, que se encuentren decretadas o que se decreten en el futuro, no puclienclo fijarse 

1111 plazo ele s11spe11siti11 superior a un aiio. 

Artículo 9º Las Municipalíclacles, en caso de sismo o cat<Ístrofe, podrán solicitar la 

modificación de sus presupuestos, en relación a los gastos que éstos demanden. 18 

El Fisco, con cargo a los fondos que para casos de calamidades públicas otorga el 

Nº 10 del artículo 72º de la Constitución Política del Estado o a los recursos que le otorgue 

la ley, podrá efectuar aportes extraordinarios a las Municipalidades afectadas. 

Artículo 10º Autorizase al Presidente de la República para que pueda transferir de 

un ítem a otro ele! Presupuesto ele la Nación las sumas necesarias para llevar a cabo las 

tareas de reconstrucción y auxilio de los damnificados. La Contraloría General de la 

República trmniturü con carücter de urgente los decretos de trnspaso que dicte en virtud de 

este artículo. 

Artículo 11 º Los organismos o instituciones encargados ele la construcción y 

asistencia social podnín otorgar préstamos en dinero o en especies a los damnificados, con 

cargo a sus fondos propios o a los que les asignen las leyes que se dicten para este efecto, 

para la construcción, reconstrucción o reparación ele sus inmuebles urbanos o rurales por 

HiVid. nota antcrinr sobre la 1nateria. 

n\'cr nota anterior sobre la 1n:Heria 

rnDe confonniJrnl a lo scfialadn por el art.12!1 <le la Ley 18.695, esta <lisposición hoy <lía carece de 
;iplicación, toda vez que esa establece que las rvtunicipalidadcs go1.an de autonornfa en la achninistrnción de 
St\S finanzns. En ignal sentido d art. 5' letra b), establece que las municipa li<latles tienen la atribución <le 
clnhnrar, aprobar, n1odific:ir y ejL~cutar el presupuesto ntunicipal; por lo que al día de hoy lns nu1nicipalidades 
nn requieren de a111nri7.acitín alguna para tno<lificar sus presupuestos. 
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el monto, plazo y co11dicin11cs generales que se fijen por decreto supremo. Estos préstamos 

~e otorgarün sin ~ujl'ci\Íll a la~ 1HJn11as de sus leyes orgünicas o rcglatncnlos. 

Artículos 12" l .as instituciones a que se refiere el articulo preccdc111c 1" podr<i11 

tn111bié11 vender a los da1nnificados inmuebles ele los construidos por ellas con sus propios 

·,recursos o terrenos de su do111inio o que ellas adquieran para los fines de esta ley sin 
snjeción a las nonnas contenidas en sus leyes org<inicas o en los reglamentos. Las 
condiciones generales de venia se fijanin por decreto supremo. 

Artículo 139 Los préstamos o saldos de precio que provengan de las operncio11es 

a que se refieren los dos artículos anteriores, deberán ser amortizados en los plazos y en las 

condiciones que se tlctcrrnincn por decreto supremo . 

Artículo 14º Los préstamos y saldos de precio que provengan de las operaciones 

efectuadas de confonnidad a los artículos l lº, 12º y 13º se garantizanín con hipotecas del 

respectivo inmueble o de cualquier otro, siempre que su monto fuere superior a un sueldo 

vital anual ele la provincia de Santiago; en caso contrario la garantía será la que señale el 

decreto supremo que fije el monto, plazo y condiciones ele la operación. 

Para constituir la garantía hipotecaria el interesado sólo deberá acompafiar copia 
autorizada del titulo y de la iuscripción ele dominio con certificado de vigencia y ce11ificado 

ele grav<imencs, prohibiciones y litigios ele quince mios. 

Artículo 15º Las instituciones a que se refiere el articulo 11 º podrán otorgar 

facilidades y conceder beneficios a sus deudores que tengan el carácter de damnificados, 
de acuerdo con las condiciones qnc se lijen por decreto supremo. 

Artículo 16" Los organismos o instituciones públicas de fomento industrial, agrícóla 

1t)Dcbc rcc11fd;1rsc que de la frondosa legislación de construcciones Ucl Estado, para 'erectos de viviendas 
sociales, hoy Indo ello se e11cuc1llr.1 r:1dicíldo f1111da1ncntnhnc111c en los SERVIU. Siendo estos a los tinicos 

organistnos a los que pueden referirse estas disposiciones, sin perjuicio <le las instituciones <le previsión 
estatales, iales como CAPREDENA, DlPRECA o INP. El resto dela.previsión chilena está, por disposición 
de los DL. 3.500 y :t50l. sic1nlo ad111inistrada por organis1110 prcvisionnles privados, quienes tienen 
prohibicitin lcgnl de dispn11cr prL:~;ta11111s. 
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o minero podni11 cnncmrir en ravm ele los damnificados mediante préstamos o asistencia 

técnica, sin sujeción a h1s normas legales que los rijan. El presidente de la Repúblicn 

111eclia11te decreto '1lprcmo ri.iarú s11 111onto, plazo, condiciones de a111ortiz.nción, intereses. 
gnn1ntins y fnnna y cnndicio11cs de constituirse:!!l. 

Artículo 17º E1 Presidente de la República, dentro del plazo de sesenta días 

contados desde la fecha del sis1110 o catlistrofe, podrá clictm nor111as para el otorgamiento 
ele préstamos personales o de auxilio o hipotecarios por las instituciones de previsión social, 

incluída la Caja de Accidentes del Trnbajo21
, sin sujeción a las disposiciones de las 

respectivas leyes org<inicas. 

En uso de esta facultml poclni fijar el objeto, los montos, intereses, garantías, 

condiciones de pago y clcmüs que estime necesario; sefialar los fondos con cargo a los 

cuales dichas instituciones otorgarán estos préstamos; autorizar, para este solo efecto, la 

contrntación Lle créditos por estas instituciones en el Banco Central de Chile22
, Banco del 

Estado ele Chile y lxmcos particularesll. 

Artículo 18" Sin petjuicio de \as facultades que correspondan a la Subsecretaría de 

Economía, Fo111ento y Reconstrucción, los Intendentes y Gobernadores podrán, en \os casos 

a que se re riere el art icnlo 5", ordenar la clausura de los establecimientos corncrcinlcs e 
industriales hasta por treinta días.'' 

Contrn la resolución que ordene la clausura podrá deducirse apelación dentro de 

tercero día húbi1. para ante el .lnez ele Letras correspondiente, sin que la interposición del 

~ºEn este :irticulo 1a1nbil~n existe un rcinish'¡n nonnaliva que es insconstitucional, pQr neto a<l1ninistrativo 
nn puctlen nltcr:usc las leyes. 

22 En rclaciún al Banco Cena:d de Chile, existe prohibición expresa en contrario. Vic.l. Ley Orgrlnica 
Constitucional 18.R-lO. 

11Art. cnn1cn1pla 1an1bién una ren1isión nonnativa ínsconstitucionnl. 

!~Artículo que- es insl'.nllstitucinnal desde el 1nun1ento que afecta derechos de las personas, en infraccidn 
al ,1fl. 19 Nº 3' inc 4' y art. 7' inc. l' de la CP, ello porque no existe debido procedimiento y tampoco la 
dccishln tk~ la auh iridad respeta !a fun11:1/pn.R'ctlhnicnto que la ley <lchcría prcvccr. 



recurso suspenda el cu111plin1irn1u de Ja sanción. 

Sin embargo, c11 rnsos calificados y con antecedentes que sení11 apreciados en 

co11cic11cia, podni el Tribunal de inmediato suspender provisionahurnle la clausura. 

Articulo 19º Los artículos anteriores tendrán aplicación por un plazo de doce 

111eses, contado desde la fecha del sismo o cat<Ístrofe, y sólo regir;ín en las zonas afectadas 

que se seiialen en confonnidacl al artículo l º· Por decreto supremo fundado, el Presidente 

de la Repüblica podní extender este plazo hasta por igual período. 2520 

El Presidente de la República, dentro ele los treinta días siguientes al término del 

plazo inelicaclo en el inciso anterior, dará cuenta al Congreso Nacional de la labor realizada 

en vittucl ele las facultades que le confieren los artículos anteriores. 

Artículo 20º Los Ministros del Interior y de Defensa Nacional elaborarán un plan 

tendiente a obtener que las Fuerzas Armadas y el Cuerpo de Carabineros desarrollen un 

programa que abarque los siguientes puntos: 

1. Preparar un rilan orgünico para las emergencias que se produzcan a consecuencia 

de sismos o cat<islrofes; 

2. Programar la coordinación de los recursos humanos y materiales ele los servicios 

públicos y de las instituciones asistenciales públicas y privadas, para los casos'ª que se 
refiere esta ley, y 

3. Informar a las autoridades competentes de los problemas críticos que deben ser 

objeto ele medidas preventivas. 

Artículo 21º El iv1inisterio del Interior tendrá a su cargo la planificación y 

coordinación de las actividades que establece esta ley y la atención de sismos y 

15Artículo que 1a111hiCn in1pnrta una r~111isión nonnativa a la potestad rcgla1ncntarfa del Presidente de la 
Rcplihlica, sobre una n1atcria que C..<> regulada por la ley, lo que es insco115titucional. 

zr.Lo n1anifes1adn en In nota anterior es sin perjuicio de lo que en la practica opera. Vid. al efcclo el 
artículo Primero del Dccreln Supremo N' 942. Jcl Minislerio del Imerior, publicado en el "Diario Oficial" de 
21.9.92, que orJcnl> ex1cmlcr hastn el 10 Je agosto de 1993 el plazo establecido en el presente artículo, pum 
atender las situaciones derivadas Lle la enlfX.'Ílln Ucl Volcán I-Iudson en las cotnunas de Río lbáñez y Chile 
Chico de la Provincia General Carrera Je la XI Regitín del General Carlos Ibátiez del C1mpo, declaradas como 
afcc1adas por tal ca1:is1rnre I"' et DS.N' 821. Je 1991, del Minis1erio del lnlerior. 



i 
1 
i 
i 
i 
i 
i 
i 
i 
i 
i 
j 

j 

i 
i 
j 

i 

ca t üst rores. 2728 

IZn las provincias !;1s il1hures de ayuda, ante sís1nos o cat:ístrores que oc11rran en 

territorio exlranjern y cuandn C'hile concurra en auxilio de ese país, sení11 organizadas por 

los Intendentes, a ! ravés de conli!és de c1nergcncias, de acuerdo a las instrucciones que 

i111pm1a el Ministerio del Interior. 

En caso de sis!Jms o cal<Íslrofes en país extranjero, se comisionani a 1111 funcionario 
civil o de las f<ucrzas Armadas. quien tendrá a su cargo los recursos humanos y materiales 

que se envíen cu111u ayuda chilena, y se pondrá en conlacto con el Gobierno 

correspondicnlc, por intermedio del Embajador respectivo. 

Acletmís, podrü delegar -en el exterior- por sí solo sus funciones cuando lo estime 

necesario. 

Artículo 22º En cada comuna se constituirá un Comité Comunal de Emergencia, 

que estará integrado por el Alcalde, el Jefe de la Unidad de Carabineros y el Jefe ele la 

Unidad del Servicio Nacional de Salud29 de la localidad, sendos representantes ele la Cruz 

Roja y Cuerpo ele Bomberos ele la comuna y un representante de la Dirección de Asistencia 

SociafJº, si exislicrc esta oficina en la comuna. En aquellas comunas en que tengan su 

asiento el lntcnclcnle o el Gobernador, éstos integranín el referido Comité Comunal. 

27Atcndidn al nctual sis!c1ua de divisiún política del pafs 1 en vez de provincia debe entenderse que la ley 
hahla de regiones. 

'"En virtud de lo dispnslo por el arU' del DI. 369, corresponde a ONEMI -durante las siluaciones de 
C~l!listrofes, sisn1os n cala111idadc;; púhlicns- la coordinación de las actividades de cualquier olro organisn10 
p1ihlicn o privado que 1c11ga relación con la solución de los problcn1as <lciivadns de estas c111crgcncias, 

''Virl. art.16 D L. 2. 7Ci3- l 9 79 ,. Los servicios serán los con1inuadores lega les del Servicio Nacional de · 
Salud y del Servicio Médico Nacional rle Empleados <lenlro <le sus respectivos territorios, con los mismos 
dcrcchns y obligaciones que a éstos cnrrespo1nlan para los efectos de cun1plir las funciones que les competen 
(pcnúhi1110 incisor'. 

.1{1La ley 18.035, en su ar!. 22 .suprin1ió una serie de servicios dependientes del r-.-tinisterio del Interior, 
a saber: División Uc Desarrollo Sut:ial; (Jficína de Presupuestos y Planificaciün; y Dircccitin de Asistencia 
Social. L1 ley trnspasó las f"uncionL~s de los servicios suprilnidos a la Secretaría y Adn1inistración General del 
f'vlinístcrio del Interior: con postt.:rínridad una serie de decretos suprc1nos traspasaron las: funciones de los 
servh:iris suprhnidos a ntrus nrga11is111us del f\tinistcrio tlel Interior y en especial a las rvtunicipali<lade."i. 
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También lo integra ni el Oikial ele 1mis alta graduación ele las Fuerzas Armadas que operare 
en la co1nltnc1.-11 

Formar<i purlc del C\l111ilc referido en el inciso anterior, e11 calidad de asesor, un 
repre:.;eulanle de cada uno de los siguientes organismos: Unión Co11111nal de Juntas ele 

Vecinos, Conscjlls Cu1111111:il C:unpcsinos, Unión Comunal de Centros de Madres, Unión 

,Comunal de Centros de Padres y Apoclemdos, Unión Cotnunal de Organizaciones Juveniles, 

Unión Conrnnnl de Organizaciones Deportivas, Unión Comunal de Cooperativas, Defensa 
Civil, Registro Nacional de Cornerciantes32 • 

En las cu1n11nns c11 que no se hubieren constituido Uniones Comum1lcs, los 

representantes ;;er<in designados por las Organizaciones que deber:ín integrarlas . 

Las nonnas de funcionamiento, Quórum de reuniones, acuerdos y demás necesarias 

para las labores del Co111ité, scr:in determinadas en el reglamento . 

Artículo 23°" Los Comités Comunales de Emergencia tendrán las siguientes 

atribuciones y obligaciones, las que sólo podnín ejercer actuando subordinados al Jefe de 

11 La crcaci('111 y l':ds!encia dl'. estos t:n1nités se ve reforzada con lo di~pucsto por el art. 11 del DL.J69, 

que nrdL~IH\ l.1 LTt't1ci{'n1 de Cn111itCs Regionales y Locnlcs tic Etncrgcncia, en confonnitlad al art.18 2 DFL. 22 
y en cnncnrdnncia con !ns :irts.19" y 1911 bis de la ley en e..-;lullio, actuales arts. 20 y 21. 

1 ~En rclaciün a las Uniones Co11H111alcs y tlc111ás organiz.acioncs connu1i1arias1 es irnportante considerar 
pri111cr:unentc al DL.1.289, luego a la ley 18.695 que en su texto original considero a las orga11iz.acioncs 
conn1nitarias en el org;111isn10 propio <le participación que ella cslableció, los CODECOS. La actual ley 
Drgánica no los cotLi.;idcra y ha establecido al Consejo Econó1nico y Social Co111unal (CESCO), como organn 
consultivo, que con1ctnpl11 en su í111cgración n las junlas de vecinos lcgahncnlc cons1itufdas, las organizaciones 
conHnlilarias funcionales, las organizaciones rcprcscntalivas <le actividades productivas <le bienes y servicios 
y ofrns nrganizncioncs co111u11i1ari:1s. Ahora bien, es posible que 3 o n1ás organizaciones con1unitarias (Juntas 
de Vecinos, Centros de Padres y Apo<lcrndos, Instituciones de E<lucaci(Jn Superior <le carácter privado, c1ltre 
otros, etc.) puedan constituir Uniones Cotnunalcs, las cuales 1a1nbién gozan de pcrson.1li<lad jurídica (Vid. ley 
18.891, en especial art.33), organizaciones todas que deben ser apoyadas ¡xir la propia Municipalidad a través 
d~ la Unidad de f)cs:irrnllo Co1111111i1ario (art. lR letra b) de la LOCM). 

11EI artículo J' de la ley IR.lY}l. deroga al articulo 23 de la ley en cstmlio, sin indicación a!gtma que 
pcrnlita clctemünar a que artículo se refiere concreta1nc11tc 1 toda vez que la ley tiene <los artículos 23, uno 
en el Thulo 1 y otro en el Título 11; atendido al con1e11ido de la ley 18.091 y en especial a los otros artfculoss 

dcrogatlu.-; por la ley y l'.'lpecialtncntc por su art. 39, nos inclina1nos a pensar que <lcroga e1 art. 23 tlel Título 
11 tic la ley 16. 282. 
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la Zona de Emergencia. si In ilnhiere 11 y, en todo caso, ajustündose al plan establecido en 

los arl iculos 20" y 2 \" de 1·sl<1 ley. 

n) fJi~poncr h1s 1nedidas que deban adoptarse de i11111ediato frente a la e111ergcncía . 

y que por algún i111pcdi111rnlu 110 hayan sido ordenadas por la auloridad respecliva '5 

h) Pro¡x111cr a i<1s ;111\Pridades la adopción ele medidas urgentes que deban aplicarse 

J'll rcsguanlo de los intereses de la conHmidad . 
e) Participar en la distrihucitín de la ayuda a los damnificados y vigilar su adecuado 

repnrlo . 

d) Ernitir hnndos instruyendo a los vecinos sobre las 111ccliclas ele seguridad y 

resguardo neccsmias pma paliar los efectos del siniestro3''. 

e] Alcndcr prefcre111emcnte al funcionamiento de los recintos hospitalarios, 

educaciouales y dc111:is organismos públicos de servicio común. 

f) Controlar que los productores o comerciantes y funcionarios ele instituciones 

comerciales del Estatlo n11 se nieguen infundadamente a vender al público para su consumo 

ele construccitín, procluctos, 111edicarnentos y artículos farmacéuticos de uso en medicina 
humana y veterinaria, n1c11njc de cusa, combustibles, jabón y bienes que sirvan para el 

allrnjamiento o guarnecirniento de una morada, o condicionen la venta a la adquisición de 

11 La actuaciún sub{1rdinada nl JL~Ít~ de la Zona de En1ergcncia, hnplíca que prcvi:1111cnte debe haberse 

dccrctadn el respectivo cst:Jdtl de cxccpciún constitucional de crncrgencia, contc111platla por el N 2 3 del art. 
40 de 1.1 ncllm.1 CP; en virtud de dicho estado, en Ja actuali<lad, se puede restringir el ejercicio de la libertad 
de lncotnociún y el derecho de reunión; la referencia se debe, a que el artículo fue intro<luci<lo en 1971. en 

vinml de la ley l 7.564, ar!. l' N' 2, bajo la vigencia de la Cons1i1ución de 1925, que no conrcmpbba el esrado 
de cat:istrnfe1 introducido en nuestro onJcna111icnto por el Acta Constitucional NQ 4 (D.L. l.553) y 1nantcnitlo 
por la Constituciú11 de 1980. i\tentlicn<ln las circunstancias en que la constitucilin pcnnitc se decrete el estado 
tic c111crgcncia, nn es probable que a la vez se dicte el decreto supremo que pcnnitc la aplicación <le la 
presente ley, por lo que no t!cheria darse la situación que éste art[culo plantea. Por su parte, aunque existiera 
declarado un c..<;tadn de e1ncrgcncia, la actuación -atribuciones y obligaciones de los con1ités- que ordena' el 
artículo 23, no se cntn¡iadccc con los derechos y libertades afectados por dicho estado -reunión y locotnociün-, 
por lo que ta111poco prncctlcría la actunción subordinada ordenada. Por ültin10, el tenor del artfcu1o, <lcn1ucstra 
que sie1nprc se con.sidcrú cn1npatíhlc la aplicación <lcl sistc111a cott'ititucional y el legal. 

~ 5 E.<;ta disposk:iú11 es ;1bierlan1e111c inconstitucional, vulnera el art. 72 de la CP, en especial el principio 
de la cspcciíicid:ul Je la cnn1pctencia, toda vez que se otorga una con1pctcncía in<lctcnninadn. 

1r,En l~l entendido que !;1 cx¡1re.sion "bando" corrcsponJc a instructivo y no a una dcclsiún obligatorin, ésta 
se adecúa al ordl'nan1ic11tn. 
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otras mercaclerías, rkbie11tlo dc1111nciar las infracciones a la autoridad respecliva"-

g) Denunciar a cnalquiern permna que a sabiendas comercie con bienes destinados 

n ser distribuidos grat11itnme11te en la zona afectnda, lo mismo que a los que, siendo o no 
co11t1:n.:ia111es, ve11d;111 h1i_; :111le11!11s 11 q11e se refiere ln lctrn anlerior í1 precios .superiores a 

los oficinles o co11 c11ga(10 e11 la calidad, peso o medida, o a los que los acaparen, oculten, 

cl~_struyan o elirni11e11 del mercado, y a los que vendan artículos alimenticios adulterados o 
en condiciones nocivas para la salud . 

h) Solicitar de la autoridad respectiva el estanco de los materiales de construcción, 

herrnmienias, alimentos y vestuarios existentes en la comuna38 
• 

i) Evacuar las consultas que le fonnularen las instituciones crediticias en relación 

con solicitudes de préstamos para construcción, reconstrncción o reparación de inmuebles. 
j) Hacer presente a quien corresponda, cuando lo estimen pertinente, cualquiera 

anomalía que observaren en el otorgamiento ele ayuda o créditos a los habitantes de la 

comuna. Para este efecto las instituciones que hubieren concedido créditos deberán remitir 

a los Comités una lisia de los beneficiarios de la comuna respectiva . 

k) Dar su opinión respecto de los planos reguladores en casos que puedan ser 

apmbmlos sin sujeción a \os tnímites y plazos legales39 
• 

En el ejercicio de estas atribuciones y obligaciones, los Comités Comunales de 

Emergencia debenín actuar coordinadamente con el Jefe de la Zona de Emergencia, si lo 

hubiere y, en todo caso, ajust;indose al plan establecido en los artículos 20º y 21 2 de esta 

ley . 

17 En este punto dchl..'111os 111anifcstar que la expresión "controlar" es 1nuy a1nplfa y no detcnnina cuales 
son las nlrib11cio11cs de lus co111Ítl~"' por !o que debería procederse n una tn~s adecuada dctenninacit'ln Je dicha 
f:icuhad. 

111 Esta obligación e..<; itnprnccdcntc, destlc el n101ncnto que la solicitu<l versa sobre una n1cúiúa, 
Hhsnlu1an1cntc inco11stih1cínnnl, cuino se scfiala en la nota del art. 46 . 

19Dc conformidad a ta Ley de Urha11is11m y CorLstrncciones -DFL N'458, MINVU t976- y en especial 
a su art. 43, no existe en la actualidad la posíbilídatl <le aprobar planos reguladores sin sujcciOn a los trá1nitcs 
y plazos legales; f:tnl{XKO la ley prevcc la actuaciún de estos terceros dentro de los trátnitcs necesarios para 
la coníccción y npruhación de los plt1nos reguladores. Por su parte el art. 79 Jcl DFL citado, señala que sus 
disposiciones ¡1revalcccn sobre cualquier ot1·a que verse sobre las nuitcrias. y to<lo ello adcrnic;, debiendo 
considerarse que en la actualidad dichos plnnes son aprobados por el Gobicn10 Regional -artículo 20 f) ley 
19.175-. 
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A1·tírnlo 24º Dcrllm del plazo de ciento ochenla días. a contar desde la publicación 

del decreto a que :;e rc·finc el articulo 1° de csla ley, la Oficina de l'lanil"icación Nacional·'" 

y los Organisnms que irllcgrcn el Sistema Nacional de Planificación·'' creado por decreto 
supremo 180, de l. de l'chrcro de 1971, del Ministerio del Interior, debenín presentar al 

Pre.siclcnle de la F.cpública los planes regionales de reconstrucción y desarrollo por cada una 

~le las regionc:; a que se refiere dicho decreto, planes que podnin comprender zonas 

mlyace111es que i111cgrrn unidades cconó111icas geográficas completas. 

Artículo 25'' Los prnyeclos de construcción defíniliva en las zonas afectadas a que 

se refiere el anículo 1 ºele la presente ley, durante el plazo ele tres aiios, a contar de la fecha 

del sismo o catüstrnfe que produzcan daiios masivos en las viviendas y en la edificación, 

en general, no requerinín la intervención del arquitecto cuando se trate de viviendas 

individuales en las que se utilice planos, especificaciones y de rmís antecedentes tipos 
proporcionados por el Ministerio ele la Vivienda y mbanisrno o se ajusten, en caso de que 

se trate de viviendas prefabricadas, a un plano original de las mismas, emanado de la 

incluslria fabricante, tlebidamenle inscrita en el Registro ele Productos ele Viviendas y 

Conslrucciones imluslrializadas y Prefabricadas que lleva el Ministerio mencionado.42 

Los planos, especificaciones y de1rnís antecedentes tipos serán puestos a disposición 

de las Municipalidmles de las crnnunas respectivas por el Ministerio ele la Vivienda y 
Urbanisn10 y ~e entrcgarün grntuita111ente a los dan111ificodos. 

La ejecución de Ja obra seni supervigilada, en tocio caso, por un arquitecto, ingeniero 

civil o constructor civil. 

En el evento de que la iv1unicipaliclacl respectiva carezca ele este personal idóneo, 

debeni requerir del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo la supervigilancia 

corresponcl ient e. 
La reparación de viviendas en las zonas referidas tampoco requerirá de la 

'ºArticulo qul' es aplicable al actual Ministerio <le Planilicación y Coopcraciün (MIDEPLAN); Vid. Ley 

18.989. que crea cl 1ni11istcrio scfialadu (D.CL 19,07.90), Vid. art. 29 inc. 1Q del texto señalado. 

~rvid arL32 ley l~t989 "f)t•11'1g:;t1L<;C !odas las nunnas legales que otorgan a otros n1inistcrios y 
organisn1os del Estado iguales íunciont.'S de plnnificaciún que la presente ley entrega al l'v1inistcrio de 
Planificación y Cnlipcracitln". 

'°Vid. DS.127-MINYU, 1977, P11h.D.0. l l .OJ.1977. 
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i111ervención del <1rq11itecto rnando se trate de viviendas individuales de un piso y el 

presupuesto de la ohm de reparnción sea inferior a dos sueldos vitales anuales ele la 
provincia respectiva, y sea supervigilada en tocio caso por un nrquitecto, ingeniero civil 0 

constnictor civil l"11tic11lar n <.le 1'1 111u11icipalidad respectiva o del Miuisterio de la Vivienda 
y Urbanismo . 

Artículo 26º De11tm del plazo de treinta días desde la publicación ele! decreto 

supremo a que se refiere el articulo 1 ºele esta ley y parn cada una ele las zonas afectadas 

a que el mismo decreto se refiera, el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo establecení las 
exigencias extraordinarias a que deberán ajustarse la construcción, reconstrucción y 

reparación de edificios, o cle111olición ele ellos. 

Respecto de aquellas crnnum1s en que existan úreas damnificadas que deban ser 

motivo de estudios ·111Bs detenidos, en razón ele fallas geológicas, estudios ele suelos, 

programas de renmdclación u otra causa que justifique el empleo ele técnicas especiales en 

prevención ele ruturas catástrofes o en resguardo del interés general, la Dirección ele 

Planificación del Desarrollo Urbano'IJ podrá disponer la ampliación del plazo establecido 

en el inciso anterior hasta un 1rníxirno de noventa días. 

Artículo 279 El l'vliuistcrio ele la Vivienda y Urbanismo debed, dentro del plazo de 

noventa días siguientes a la recepción del acuerdo respectivo, pronunciarse acerca de las 

modificaciones que aprueben las Municipalidades afectadas por un sismo o catástrofes a sus 

respectivos planos reguladores, debiendo dictarse ele inmediato el decreto supremo 

correspondiente, si éstas fueren aprobadasH. 
La rnodiricación de los planos reguladores que acuerde la Municipalidad deberá 

"Vid. at efecto DL t.JO.í de t975 (DO 19.02.76) que rces1ruct11ro y rcgionali7.ú al Minislcrio uc Vívicnua 
y Urhanís1no, en particular :irts.9 y sgts.; y al efecto, División de Desarrollo Urbano . 

HL1 referencia que se realiza c11 el art. al hlinistcrio de Vivienda y Urbanís1no, <lcbe "'entenderse, en Ja 
acnrn.li<laú, referida a la Secretaria f{cgionnl l\tinisfcrial de Vivienda y Urbanisnto, y al respectivo 
Secretario I\Iinisterh1I, tntla vez que 1:-i prl111cra revisa los planos reguladores; por lo n1ismo no se requiere 
de la dictación de decreto s11prc1110 alguno para la aprobacidn de los planos reguladores co111unales~ todo de 
confnnnidada a lo prcccptu;ido por el articulo 7íl y 432 de la Ley General de Urha11istno y Construcciones -
DFL 458 MTNVU. t976- y :ir1íc11ln 20 lc1ra f) de la ley 19.175. 
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contar con la <1¡•rnbaci1i11 del especial isla antisísmico que la asesore o que fuere designado 

para este declo por el Colegio de Ingenieros de Chile45 para prestarle atención grntuita. 

Cuaudo dichas cu1111111<1s carezcan de planos reguladores definitivos, pmlní el Presidente de 

la República, dl'lltrn de los dos aCms siguientes al sismo o cal<ístrole, aprobar proyectos 
p:ircinles o anteproyeclos de planos reguladores elaborados por la fVhmicipalidad respectiva 

·,o por la Dirección de l'lanificaci\1n del Desanullo Urbano del Ministerio de la Vivienda y 

Urbanb1110·11
•

11
• Para lodos los efectos legales estos proyectos parciales o anteproyectos 

senín considerados corno planos reguladores y, para su aprobación, se estaní a lo dispuesto 

en los incisos anteriores. Estos planos se harán sin costo alguno para la respectiva 

Municipal idacl. 

Las municipalidades de las zonas afectadas por el sislllo o catástrofe poclnín 

permutar los terrenos e inmuebles que sean necesarios pma ejecutar el plan de 
remocle lac i ón. 

Artículo 28" Autorizase al Presidente ele la República para que, por decreto 

supremo fundado, arccte bienes inmuebles fiscales al uso público.'" 

El decrelo correspondiente deberá llevar la firma de los Ministros de [nterior y de 

Tierrns y Colo11izació11:1<> 

Artículo 29" Si con motivo de la aprobación de un nuevo plano regulador de alguna 

ciudad o población situada en las colllunas a que se refiere el articulo l • de esta ley, se 

.!_'-vid. DL.3.fr2 l t D007 J)2.8 I }, nrt. 1 !J traJL<;itorio inc.32 ,"En el caso de <l:Hsc cnrnplhnicnto a lo dispuesto 
en el priinl'r inciso del presente arth:uln, las ascx:it1ciones respectivas establecidas <le acuerdo a la non1a del 
DL.2.757/79, se cntcndcnin sucesoras legales <le los respectivos colegios profesionales ... ". Para el nrtfculo, debe 
l'ntc11dcrsc el actual Colegio de Ingenieros de Chile i\.G. 

~r'Vid. nota anterior sobre la n1is1na {)írcccídn . 

ºEn la 11t.:1ua1idad el Presidente de la Rcptiblica carece de faculladt.':..') para la aprobación de los planes 
regulíldorcs cnn11111alcs. de cnnfonnidaJ al ílrtículo 43 de la Ley General de Urbanis1110 )' Conslruccioncs. y 
en es¡x•cial al ;1r!Íl.:11h) 20 letra n ley 19.175. 

'"Vid. DL.1.9.19/77 

1
'
1Actual tvlinisterio tk 13icnes N:n.:innalcs, cuya Ley Orgtinica fue fij,1d1 por el DL.3.274 . 
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produjeren 111oclii"icaciu11e:-< <'11 la ubicncilÍn o trazado ele bienes 11acio11ales ele uso público, 
poclni el Presi,Iente de la Rc¡mblica, a través del Ministerio ele Tierras y Colonización'", 

t!csafcctnr tales bienes 1wciunail's de uso público, tocio ello en confor111idacl al nuevo plano 
regulador . 

Los bicllL'.s 11<1cionalcs de uso público que fueren clesafectaclos en virtud de lo 

dispuesto en el presente art icnlu podnín ser vendidos en pública subasta. El mínimo para 

esta snbasta ser<Í rijado por el Servicio de Impuestos Internos. En lo demás, la subasta se 

sometení a las 11nn11as contenidas en los artículos 19º, 20º y 21 ºdel decreto Ley 574, ele 

1974.51 

Si con motivo de la aplicación del presente artículo algún predio de dominio 

particular se viere 111c11oscabado en s11 valor por disminuir su frente a alguna calle, plaza 

u otro bien nacional ele uso püblico, podrá el Presidente ele la República, a través del 

Ministerio de Tierras y Colonización", previo informe de la Dirección de Obras 

Municipales respectiva, vender directamente al propietario el terreno necesario para evitar 

el menoscabo. El precio de venta será fijado por el Servicio de hnpuestos Internos. 

El valor ele la subasta o ele la venta a que se refiere el presente artículo, sení ele 

beneficio de la respectiva Municipalidad cuando la desafectación se refiere a bienes 

nacionales ele uso público que hayan tenido este canícter mediante expropiación financiada 

por esa Municipalidad, o cuando la urbanización se haya hecho con fondos municipales, ele 

pavimentación o con fondos ele particulares en conformidad a la ley general ele 

construcciones y urbaniznción. El producto de la subasta lo destinará la Municipalidad 

exclusivamente a la ejecución de nuevas obras de urbanización, considerando los ítem 

co1Tespondientcs en el presupuesto extraordinario de la Corporación. 

Artículo 30" El Presidcute de la República, en los terrenos expropiados, ubicados 

en la zona a que se refiere el artículo 12 ele la presente ley, podrá otorgar, a través del 

Ministerio ele Tierras y Colonización, títulos gratuitos de dominio a las Municipalidades y 

~'ºActual tvlinis!erlo de BicnL'S N:u:ionales. 

"Decreto 461, 1974 de Tierra' y Clllnnización. Vid. DL. l.939/77, art.99 y art. l' y 2' de las 
Disposiciones Transitorias. Dcrngú todas las tlisposiciuncs sobre la 1nateria. En relación <le subastas, vid. art. 
83, 84 y 85 DL citadll l'll esln nota. 

~1Actual tvtinistL'i-il1 de BiL•ncs Nnch111alcs, 
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ntrns personas jurídicas qnc 1\\1 persigan fines ele lucro, con el objeto de que destinen el 

inmueble ni funcirnwniento de servicios lle bien público, corno escuelas, templos y sus 

dependeucias, policlínic;is, cu<111cle;; de bomberos, locales para scrn1ts, clubes deportivos, 
sindicatos, :;;ocicdade:-: 111utualisfas 11 otros a1uílogos:~" 

Poclni, asinlis1110, el !'residente de la República otorgar a través del rvlinisterio de 

Tierras y Coloniwcicin11
, titulus gratuitos de dominio de sitios en las poblaciones que se 

creen, modifiquen o rnnp\íen rn las zonas afectadas a que se refiere el articulo 1 º, en la 
forma y condiciones sefmladas por el decreto reglamentario 2.354, de 19 de mayo de 1933, 

l 'f' . " y sus ll10l 1 1cac tones. 

Lo dispuesto en el presente articulo es sin pe1juicio ele las facultades que otrns 

disposiciones legales confieren al Presidente de la República para destinar, afectar al uso 

público, transferir a titulo gratuito u oneroso, conceder y arrendar bienes fiscales. 

Artículo 31" /\11101izase a las socicclaclcs acogidas a los beneficios de la Ley 9.135, 

y decreto con fuerza de ley 2, de 1959, para ejecutar en las zrnrns afectmlns por el sismo 

o caHistrofe los trabajos de demolición, reparación y rcconstrncción de viviendas que les 

encomiende el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo o sus servicios dependientes y 

Corporaciones e l11stit11cio11es a que se refiere el artículo 5º, de la Ley 16.391, sin que por 

ello pierdan los beneficios co11te111plados en los mencionados cuerpos legales. Esta 
autorización sólo rcgini para las obras que contraten durante el plazo de dos aftos, contado 

desde la publicación del decreto a que se refiere el artículo l ºde esta ley.50 

Artículo 32º La Caja Central de Ahorros y Préstamos podrü autorizar a las 

~~Debe entenderse referida al rvlinis1erio de Bienes nacionalc..'í. 

qf'-.. linis1crin de Bienes Nacionak~s. 

·~ 5 Dche entenderse referida al f'vlinisterio lle Bienes Nacionales; Vid. en especial a! DL. l.939 y sus 
nH1dificacionc ... <;, arts. 87 y sgts. 

-"6ArtÍl:ulo dcrClgadn, 1odn ve?. que no existen los beneficios p11ra las c111presns <lc<licadas cxclusivri.1ncntc a la 
constnu.:ci<in <le viviendas cco111í1nicas; los beneficios que en la actualidad cxistcntcn lo son en relación a las 
vivic11d:1s que se cort"itn1yan acogid:1s al D.F.L. 2/59 v.gr. exención del hnpuc.sto de herencia, pago dis1ninuído <le 
!:is contrihucioncs por cil'rto 11ún1ern tlL' a1\os. etc. 



Asociaciones de 1\horro y l'réstrnnos, ¡mrn otorgar créditos de reparación, reconstrucción 

y reposición de rnalquicr ti¡m de viviendas en las zonas a que se refiere el artículo Iº de 

esta ley en la fm111;i y C<J11dicio11cs que estime procedentes y sin que rija para dicho efecto 
ninguna ele las li111ílacitn1cs de su ley orgü11ica 

La Caja Central ¡irnlni mllorizar a las Asociaciones de Ahorro y Préstamos parn 

·otorgar mutuos para la reparacit'1n, reconslruccitin y reposición ele locales cotncrciales que 

senn anexos a las viviendas a que se refiere el inciso Iº y reglamentará el porcentaje ele 

superficie ele cada vivienda que pueden ocupar dichos locales. 

Asimismo. previa autorización del Presidente de la República y en los ténninos y 

condiciones que él fije, la Caja Central podrá autorizar la adquisición de oficinas para 

profesionales a travL;s del sistema de ahorro y préstamos. 

El monlo !nial de lo que pueda prestarse en conformidad a este articulo sení 

determinado por el Presidente de la República, de acuerdo con la magnitud de los daiios 

causados por la catüstrofe ele que se trale y con sus disponibilidades financieras incluidas 
en ellas los apones extraordinarios. 

Esta autorización concedida a la Caja Central de Ahorros y Préstamos no regirá para 

las zonas en que exista prohibición para edificar viviendas acogidas al decreto con fuerza 

de ley 2 de 1959, a menos que se trate ele construir casas o departamentos destinados a 
servir ele residencia a las personas que habilitan permanentemente en dichas zonas.57 

Artículo 33º" Las personas que hubieren obtenido la exención de la obligación a 

57Art. derogado Hicitatnentc, toda vcl que en la actuali<.hu..1 no existen las irL<;tin1cioncs alu<lic.las. Se 
extinguieron lcgahnc111c y no han sido !egalincntc subrogadas por otras, que pudieran otorgar préstan1os. En 
la actuali<la<l El ~linistcrio de Bicnl's Nat:ion.alcs otorga las escrituras de cancelación y alzan1iento de las 
hipotecas y prohibicionc.._<; inscritas a íavor de los organisn1os indica<los en el articulo, y todo ello sin perjuicio 
de un proyecto de ley en actual lra11iitacitln en el Congreso. 

~11 Ar1. derogado, toda vez se rcÍlcn~ a las personas que hubieren quedado cxcotas Ucl in1pucsto 
h<lhitacional. por halx.~r tenido o coJL'ilruitlD viviendas para sus trabajadores. Lo que en la actualida<l no es 
aplic:1hlc, por coantn t~I n.:fr·rido it11pul·stn, l.'stablccído por la ley 7.600 y 111o<lificado succsivarncnte y 
dcfinitivan1cntc por el DL.1.519. fue dl'.rogaJo por la ley 18.206 que derogó al DL. prccctlcntcmcnte citado 

y por la ley 18.591 :irts.53 a GO que l'-:·ilahle1.:iú la funna de liquidar las situaciones pendientes, referidas al 
ilnpucsto hahitacin11al, los fnndns 1-H'ner:.idns en su virtud y n las propiedades constn1fdas con dichos fondos 

y que a la fecha no se hubil'rcn cn:1jc11ad\l a los trabajadores. 
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que se refiere el mtículll .'í'J'' del decreto con fuerza de ley 2, de 1959, cuyo texto defiuitivo 

fue fijado por dc·crctn s11pre1110 LIO!, de 3 de julio ele 1960, cid Ministerio ele Obras 

P1iblicas y Transpn1ics, pur lwhc1 acreditado que los emplcac\os, inquilinos y obreros que 
prestan servicios en el predio, c\lentun con habitaciones suficientes ele confonnidael al 

mticnlo 60º, del denclu c1m r\lct·za de ley 2 ya citado y cuyos predios estén ubicados en 

la·zonn seiinlmla en el decreto snprcmo a que se refiere el articulo l ºde esta ley, eleber<in 

dentro ele! plazo de ciento ochenta días, contado desde la fecha ele clictación de dicho 

decreto acrcclitnr :rnte la respectiva Junta Provincial ele la Habitación Campesina, que cliclm 

situación 110 se ha modiricmlo. 

Las perso1ms que <1sí no lo hicieren dentro del plazo sei\alado, quedarán afectas a 

contar del mismo ano en que se produjo el sismo o cat:ístrofe al impuesto del cinco por 

ciento a que se refieren los decretos con fuerza ele ley 285, ele 1973, y 2, ele 1959. Para 

obtener nuevamente la exención debenín cumplir con los requisitos que exigen los 

me11cio11ados cuerpos lega les. 

Las personas a que se refiere el presente artículo que acrccliten ante la Corporación 

de la Vivienda'" que desde la vigencia del decreto con fuerza de ley 2, de 1959, 

construyeron vivkndas destinmlas a sus empleados, obreros e inquilinos, tendrán preferencia 

para obtener créditos. 

Artículo 34" El l'rc:-;icle11tc de la República podrá otorgar, con cargo a los recursos 

que se concedan con ocasiti11 ele un sismo o catástrofe, un subsidio mensual hasta por el 

monto de un sueldo vital mensual ele la provincia ele Santiago"", a lo fornilia ele las personas 

fn11ecit1as a causa del sismo o catástrofe. 
Para recibir este subsidio, el beneficiario deberá acreditar que carece ele los recursos 

necesarios para su Sl!bsistcncia y que 110 tiene derecho a impetrar beneficios ele monto igual 

o ~a1perior ele nlgllna Caja de Previsión. En caso alguno estos beneficios y el subsidio 

poclr<in exceder, en conjunto, de un sueldo vital mensual ele la provincia ele Santiago61 y si' 

~''Vid. DL.1.J05f7.'1, qul' tTl'S!n1t.:t11rú el tv!inistc!Ín tle ta Vivicnd::t, crc:uttln los Servicitls Regionales de 
\ 1ivic11da y Urb11nis111n (SERV!U) 

MVcr nola antel'inr sobre la tnatcria 



ello ocurriere se rehaj:1r;I Cste hasta que atnbos sutnen ]a cantidad 111:ixi111a indicnda. 

Para los dcctus del presente mtíclllo, se entiende por familia del fallecido Sll 

cónyuge ~obrevivicn!e, su conviviente, sus hijos legilin1os, naturales o ilegítitnos, los 

adoptados, los ascL~1Hlic11tL'S !cgíti111os o nalurnlcs y las hen11a1u1s :;cJlterns legíti111a~ o 

naturales. 

Sólo pmlrü otorgnrsc un subsidio por familia y tendrá preferencia para gozar ele él 

aquel miembro de la fomilia a cuyo cargo han quedado los familiares del fallecido. 

Un regla111entu especial detcrminar<i las demás condiciones ele concesión del 

sl!bsicliu, el orden de prel'ercncia en que scnín llamados los familiares indicados en el inciso 

3º al goce de este derecho, las normas a que se sujetará la duración del beneficio y las 

causales de extinción, como también el tr<ímite administrativo a qlle deberán someterse las 

solicitudes respectivas, las que debenín presentarse a la Dirección de Asistencia Social61
. 

El subsidio a que se refiere este artículo podrá otorgarse hasta por un plazo de doce 

meses, el que putlni ser prorrogado, en casos especiales, por resolución fundada, sólo por 

otro periodo igual. 

Trimestra\111ente debeni remitirse a la Superintendencia de Seguridad Social la 

nómina de las personas que sean beneficiadas en confomiidad a este artículo, con indicación 

del monto del subsidio que se les haya otorgado y del parentesco que lo justifique. 

Artículo 35'' El l'rcsitlenle tic la República podrá disponer, con ocasión ele un sismo 

o cat<Ístrofe, que se otorguen becas en los internados y mediopupilajes de los 

establecimientos de educación a los hijos .de las personas fallecidas que carezcan de 

recursos, aun cuando no reúnan los requisitos establecidos en los reglamentos vigentes, 

siempre que cuenten con un informe favorable del Departamento de Bienestar del Ministerio 

de Educación Pt'Jblica.'"' 

Trimestralmente clebeni remitirse a la Superintendencia de Seguridad Social la 

nómina de las personas que sean favorecidas en conformidad a este artículo, con indicación 

ele los establecimientos en los cuales se les haya becado. 

¡;
2vhL nota antcrinr sohre la tllll!t•rin 

f''Vid. art.47 L.16.617 crea el Servicio úe Bienestar del del tvtagistcrio y Uc los íuncionnrios dependientes 

dl~I T\-linistcrin dt~ Educ:iciún Pública. 
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Artículo .16'' L'.I subsidio de ccsa11lia que corresponda a los trabajadores del sector 

privado que vivm1 en In wna en que se nplique lo dispuesto en el articulo 1º de esta ley, 

podr<i ser prnnog,,,Ju til' acundn a lo dispuesto en el artículo 9º del decreto ley 60:\''1, de 

t974. 

Artículo .17" El subsidio de cesantía que corresponda a los trabajadores del sector 

público que viva11 en la zo11a en que se aplique lo dispuesto en el artículo lº de esta ley, 

podrü ser prorrogado de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 29º del decreto ley 60365 , de 

1974. 

Articulo 38º La Dirección General del Crédito Prendario y ele Martillo, por 

i11tem1eclio de sus sucursales ubicadas en la zona en que se aplique el articulo l ºele esta ley, 

podrü devolver a bs personas clomiciliadas en dicha zona, las herramientas, ropas de cama 

y prendas ele ves! ir pignoradas antes del sismo o catüstrofe que dé lugar a la aplicación ele 

dicho artículo, en el monto y condiciones que fije el reglamento. 

El Presidente de la República pondní, con cargo a los fondos que se destinen a paliar 

los efectos del sismo o catüstroíe, a disposición ele la i11stítución mencionada, las sumas 

neccsnrias para liil fin. 

En caso de que las prendas pig11oradas se hubieren destruido o no se encontraren, 

se clevolver<i por dicha i11stit11ci1i11 el doble ele la tasación respectiva. 

Artículo 39º El Presidente de la República podní autorizar a la Corporación de la 

Reforma Agraria para co11donar, en las comunas señaladas en el decreto a que se refiere el 

artículo 1 ºde esta ley, las deudas miginadas por la concesión ele créditos destinados a obras 

ele infraestructura agrícola, plantación de frutales y adquisición o mantención de ganado •. 

cuando dichas obras, frutales y ganado se hayan perdido definitivamente a raíz del sismo 

'"Vid. DPL. t511/Trahajo (DO. 25 O.l.82), ar!. 49; DFL. qne ííjó d texto refun<li<lo, crnmlinadn y 
sistenu11iz:uln de las 1n1rn1ns s11hru sis1c111a único de prestaciones fatníliarcs y sistc111a de susbsidios <le cesantía, 
i..:nntL'llidns en el DL.J07 y 60.\ de !Q7·L 

r'-"Vid. nn1a :inleriur S(1h1c la ni:!lcria y t..:ll especial arL 67 del DPL.150. 
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o cnt<istrorc . 

La comlu11aciti11 de la deudas seííalaclas procederü, ade1mis, previa certificación de 
la Corpornci<Í11 <k l(cfurma Agraria acerca ele las pérdidas cleclaraclas por los 
thun ll i ncados. lh 

Artículo 40" F1 !'residente de la República podrá autorizar a los Servicios de la 

Administración Pública parn entregar los bienes muebles dados de baja de sus inventarios, 

a la Dirección de Asistencia Social''7 dependiente del Ministerio del Interior, a fin ele 

clesti11arlos al urn o atencitin de los tlamnillcaclos por el sismo o catdstrofe a que se refiere 

el artículo 1 ºele esta ley . 

Artículo 41 º .El Presidente de la República podrá autorizar a la Empresa de 

Comercio Agrícola parn que, en caso de sismo o catástrofe, y en las zonas afectadas a que 

se refiere el artículo \°de esta ley, pueda modificar su sistema de comercialización, fomrn 

de pago y otros.''8 

Artículo 42º La Dirección General de Aguas, a solicitud de las Juntas de 

Vigilancia, Asociaciones de Canalistas y Comunidades de Aguas69
, podrá tomar a su cargo 

el financiamiento de los gastos derivados del cumplimiento de las funciones propias de estas 

<"''La Corpornch1n de R1.~fn1111n Agrarin fue úisucha por el nrt.l" inc.19 del DL. 2.405/78, el inc. 2º <lcl art. 
citn<lo crcli la Oficina de Nnn11alizaciú111\graria, organis1110 autónun10 con pcrsonali<la<ljurí<lica y patritnonio 
prnpins, sucesora y cnntínuadora de la Corporación de Rcfonna Agraria; la nonnn le fijó plazo Je c.xistcncia, 
del 1 º de enero de 1979 y hasla t•I 31 dL~ Dicic111brc del tnistno año. El DFL 278/79 nsignó unn serie de 
funciones y atribt11.:ioues de 1:1 (Jficin:i de Nnn11nlización Agraria al Servicio Agrícola y Ganadero (SAO). Por 
In anterior la referencia dl.'I art.39 de la ley 16.282 a la CorporacÍlÍll de Rcfonna Agraria Ucbc ser cntcnUitla 
hecha en la actualidad al SERVICIO AGRtCOLA Y GANADERO (SAG). 

''7Ver 11nta anterior snbrc la 111atcria 

"La ley 18.899 uindilini el Df'L 274/GO que creó la Empresa de Comercio Agrlcoln, modificó sus fines 
y susti1t1yú toda rcíl'rcncia a la EC:A de 1..lichn DFL por In Entprcsa <le Abastccin1ícnto dC Zonas Aislada..<;; 
y el arl.39 de la ky ci1ada dispuso: "Tuda referencia que las leyes vigcnlcs efechien a la Empresa de Comercio 
Agrícola se cntc11dcrrl11 hcchCTs a In Etnprcsa de Abastecin1iento Uc Zonas Aisladas". 

mLas juntas de Vigil¡111cia, 1\socincioncs de Canalistas y Cornuni<latlcs de Aguas, cstan tratadas en el 
Lihro Segundo, Titulo ltl del Clrdigo de Aguas, en Texlo Oficial aprobado por el D. 408/lusticia de 1988. 
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enlici<1dcs, c11 las 7«.11"" arc•cimlas a que se refiere el ar\ic11lo 12 de esta ley. 

Los gaslPs q11c re;liicc la Dirección General de Aguas, de acuerdo con el inciso 

precedente, st:rü11 th• cargo de !os beneficiarios y rectnbotsndos en la ror1na y conL\iciones 

que e.i..:tn [)irección delcrntine. 

En cnsos rnliricados el Esl;ido podrú absorber la lotalidad o parte de dichos gaslos, 

con"cargo a los recurso,.; prcipios de la Dirección General de Aguas o a aquellos que se 

concedan con ocasi1'111 del sismo o calúslrufe. 

La Corpnrnci1'111 de Fomento ele la Producció11 clebení condonar lotalme11te el 

préstamo concedido u la Asociación Canal Chincolco, para la construcción del embalse de 

Chincolco, en el dqmrtamcnto de Petorca, de la provincia de Aconcagua. 

Artículo 4Jº E11 las comunas que se declaren afectadas por un sismo o cat<Ístrnfe, 

las tvlunicipalidmles pmlrün proceder a la aprobación definitiva de los planos ele loteos y 

subdivisión ele predio:; pertcnecieutes a cooperativas o comunidades legalmente constituidas 

o en las cuales existan de hecho poblaciones de tipo popular, aun cuando dichos predios no 

cuenten con la urbanización y demás requisitos exigidos por la Ordenanza General de 

Construcciones y Urbanización o las ordenanzas municipales respectivas, y aun cuando estas 

poblaciones se encuentren ubicadas fuera del radio urbano de las respectivas comunas, todo 

ello sin perjuicio de 1<1 responsabilidad criminal correspondiente. Las personas que 

acrediten haber adquirido un predio en <ilguna de dichas poblaciones, podnín solicitar del 

dueiio ele los te1rnnos en que ellos se encuentren ubicados, se les otorgue escritura definitiva 

ele dominio. En caso de negativa por parte del actual propietario a otorgar la respectiva 

escritura de comprnventa, el inleresado podrá solicitar del Juzgado de Letras ele Mayor 

Cuantía que corresponda, que declare su derecho, el que deberá proceder en fonna breve 

y sumaria, procediendo y fallando en conciencia y sin ulterior recurso. La sentencia 

respectiva serviní de titulo suficiente para solicitar del Conservador de Bienes Raíces la 

correspondiente inscripción de dominio, debiendo contener dicha sentencia la indicación de. 

los deslindes del predio y la constancia de haberse cancelado por el adquirente Ja totalidad 

de su valor. 

En el caso de que los propietarios actuales del predio hubieran otorgaclo promesa de 

compraventa a alguna co111u11idacl, cooperativa o sociedad, y se hubiere dado cumplimiento 

a las estipulaciones de dicho contrato, deberán otorgar la escritura definitiva a esta 

insti111ción, la que proccdeni ele inmediato a otorgar la escritura de compraventa particular 
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n cmla 11110 de sus :-;oci<1s. Se cn1cmlcrü para tmlos los cfeclos legales que so11 socios de 

alguna de eslas instil11ciu11es. las personas que vivan en la respectiva población y acreclilen 

haber cn11ceh1do el v<1lor <1signmlo a los terrenos a la institución c0111prndora. Para estos 
erectos el valor del 111cln.1 de terreno scni el que resulte ele dividir el precio del lotal por el 
ntimero total de 111ct1os dc;;litmdos a viviendas, descontándose los que según el plano 

a¡1robado por la l\11111icipalidad respectiva se destinen a áreas verdes, plazas, sedes sociales, 

escuelas, iglesias y utrn;; similares, 1mis un recargo del veinte por ciento sobre dicho valor. 
Cualquiera clificullad que eslo pudiere suscitar entre la institución compradora y el 

poblador respcclivo debcrú son1clcrse al tribunal y procedimiento scfialndo precedcntemenle. 
El Conservador ele Bienes Raíces deberá proceder a practicar las inscripciones que 

fuere menester de conformidad a lo preceptuado en este artículo. Las escrituras e 

inscripciones que esle.articulo c\ernande serán absolutamente gratuitas para los interesados. 

Los interesados podr<Ín concurrir a los tribunales personalmente, sin sujetarse a las 

limitaciones esta hice idas en lo~; artículos 40º y 41 º de la Ley Orgánica del Colegio de 

A bogados. 711 

Las c\isposici011es de esle artículo rigen sólo para las poblaciones que existieren de 

hecho a la fecha de dictación del decreto a que se refiere el artículo 1 º· 
Se excluyen con estos mismos beneficios a las poblaciones declaradas en situación 

irregular. 

Las respectivas Municipalic\ac\es debenín levantar y protocolizar un plano ele las 

poblaciones que se acogieren al presente aitículo. 

Artículo 44º l'<na los cfeclos del otorgamiento de préstamos para reparación o 

reconstrucción ele in11111ebles dm1ados por un sismo o cat<\strofe, y que no cuenten con 

títulos ele dominio o posean títulos irregulares, se presumirá que es propietario del inmueble 

respectivo quien acredite las siguientes circunstancias. 

a) Haber eslado, por si o por otra persona en stt nombre, en posesión material 

exclusiva y continua del inmueble en los últimos cinco aflos. 

Este hecho se comprobani mediante certificado extendido por la Municipalidad 

respectiva. 

b) No 1ener juicio pendiente en su contra que afecte el dominio o posesión del 

711 Dt.:hc entendl'rSl' en n•.alcit'in ;1 las nonnas de co111parccencia en juicio. VkL ley 18.120. 
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innn1eble, entablado por 1111 tercero que invoque lalllbién dominio o poses1on. El juicio 

deber;.i lwberse iniciadn co11 m1telació11 al sismo o cal<Ístrofe. 

El hecho indicado en el inciso a11terior se comprobará mediante dcclarnción jurada 
notarial, y 

c) Haber prc·sc11tmlo crn1 a111elación al sismo o cat<islrofe a111e el Depa11m11ento de 

~'itl!los ele la Direcciúll de Tierrns y Diclles Nacio11ales la conespo11diente solicitud de 
sa11ca111iento de !ns tÍlnlos de dolllinio. 71 

En los casus a que se refiere este artículo, se aceptarú la fianza como garantía de los 

créditos. 

Artículo 452 En el examen de las cuentas que deban rendir personas o entidades 

que hayan recibido dineros del Ministerio del Interior, sea con cargo a erogaciones 

partirnlares o al dos por ciento contemplado en el Nº 10 del artículo 72º ele la Constitución 

Politica del Estado" o con cargo a fondos del Ministerio del Interior, el Contralor General 

ele la República apreciani en conciencia la prueba cuando faltaren documentos o 

comprobantes de la inversión y en otras situaciones semejantes; igualmente, en casos 

califícaclos, los juicio:; de cuentas poclr<ín ser fallados en conciencia. 

Artículo 46º El l'reside11te ele la República, en el decreto supremo referido en el 

artículo lº ele esta ley, podni establecer por un lapso no superior a treinta días, por 

i11tcm1eclio ele las entidades públicas que señale, el estanco de los materiales ele 
construcción, herramientas, alimentos y vestuarios existentes en la zona afectada. 7.1 

11 \'it.1. D<L. 2.695, lle rcgulariz:u.:hln de la posesión de la p<!qucfia propiedad raíz y para la constitución 
del dn1ninin sobre ella, en relaci(1n al f).L. 3.274 que fija la Ley Orgánica del Ministerio de Bienes Nacionales, 
L'll l'S\~t.:ial al Divisiú11 dt~ Cnnstitucilín de In Propiedad Rníz ~art.9-. 

7~Vid. actual arlfl:ulo 32 N'l 22 dL' La Constitución. 

1 ~ Ariículo in.sconsti tuciona l. tutb vc7. q uc inf rigc el art. 19 N2 21, 19 N2 24 y t 9 N 2 26 <le la Constitución. 
rr•r cuanto snlo por ley se ¡iucdt· afcctnr el derecho tic toda persona n desarrollar una activhJ.1<l cco11ón1ica, 
y se afecln, ndc1n1is. l'l derechn de: du111inio en su esencia. 



ele los problemas clerivnclos ele cnl<Íslrofes. 

En la misma resolución se establccení la composición y forma ele funcionamiento ele los 

Comités aludidos. Del mismo modo, y como un acápite meramente ilustrativo, debemos 

destacar que la t'lltima modificación de importancia que ha sufrido esta materia, es la 

contenida en la ley Nº 18.522, del 16 ele junio de 1986, publicado en el Diario Oficial del 

25 de junio de 1986, la cual modifica el articulo 19 de la Ley Nº 16.282, en los siguientes 

tém1inos: 

"Aiiícu!o 1 º· Reemplazase el inciso primero del articulo 19º de la ley Nº 16.282, 

cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por decreto Nº 104, de 1977, 

del Ministerio del Interior, por el siguiente: 

"Art. 19. Los artículos anteriores tendnín aplicación por un plazo de doce meses, 

contado desde la fecha del sismo o catástrofe, y sólo regirán en las comunas que se señalen 

en conformidad al artículo l º". 

Articulo 2º. Decl<írense ajustados a derecho los actos en cuya virtud el Ministerio 

del Interior recibió donaciones y erogaciones con motivo del sismo ocurrido el 3 de Marzo 

de 1985, ejecutados durante los doce meses siguientes a esa fecha. 

Autorízasele, asimismo, para recibir, en los términos previstos en la Ley Nº 16.282, 

donaciones y erogaciones con motivo de dicho sismo, durante el plazo de doce meses, 

contado desde el vencimiento del indicado inciso anterior." 

Consignemos que el antiguo texto del artículo 19 de la ley 16.282, era el siguiente: 

"Los artículos anteriores tendrán un plazo de vigencia de seis meses, contados desde 

la fecha del sismo o catástrofe y sólo podrán aplicarse en las comunas que se señalen en 

confom1idad al artículo !º. (Art. 19º, inciso primero del D.S. Nº 104, de 1977, que fijó el 

texto refundido, coordinado y sistematizado del Titulo I de la Ley 16.282). 
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IV. EL SISTEMA LEGAL DE LA PROTECCIÓN CIVIL 

IV.l) LA OFICINA NACIONAL DE EMERGENCIA 

GENERALIDADES 

Fue creada por el Decreto Ley Nº 369 de 1974,con la intención de satisfacer la necesidad 

de contar con un organismo llamado a planificar y coordinar el empleo de los recursos 

humanos y materiales de las entidades y servicios públicos o privados para evitar o 

aminorar los daños derivados de sismos, catástrofes o calamidades públicas. 

Con posterioridad, esta norma legal ha sido objeto de varias modificaciones y 

complementaciones, entre las cuales debemos mencionar las siguientes: El decreto ley Nº 

519, de 10 de Junio de 1974, publicado en el Diario Oficial del 15 de Junio de 1974, que 

Reglamentó Disposiciones sobre Poblaciones de Emergencia, y que en su Título II, bajo el 

epígrafe "De la Oficina Nacional de Emergencia", artículos 22 y 32, asignaba a este 

organismo una serie de funciones a fin de elaborar un plan de acción destinado a dar 

solución transitoria, a nivel nacional, al problema de las poblaciones de emergencia. Sin 

embargo, dichas funciones encomendadas a la Oficina Nacional de Emergencia, fueron 

modificadas en primer lugar por el decreto Ley Nº 1.088, publicado en el Diario Oficial de 

7 de Julio de 1975, y luego por el Decreto Ley Nº 2.552, publicado en el Diario Oficial ele 

23 de Febrero de 1979, en el cual precisó cuales eran las atribuciones de la Oficina 

Nacional de Emergencia en estas materias. 

Continuando con esta reseña de las modificaciones del decreto ley Nº 369, de 1974, 

encontramos el Decreto Ley Nº 546, publicado en el Diario Oficial del 29 de Junio 1974, 
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el que fijó la ubicación en la Escala Unica a los trabajadores de la Oficina Nacional ele 

Emergencia y a otros organismos en él señalados; el Decreto Ley 1.080 de 1975, por el 

cual las funciones que competen al Ministerio del Interior establecidas en los arts. 5 y 6 de 

la Ley 16.282 (actual 6 y 7, sobre donaciones), no pueden ser ejercidas por ONEMI;el 

De,creto Ley Nº 1.135, publicado en el Diario Oficial del 11 de Agosto de 1975, que en su 

artículo único, modifica el artículo 72 del decreto ley 369, de 1974; el Decreto Ley N2 

L143, publicado en el Diario Oficial el 20 de Agosto de 1975, que asignó nuevos recursos 

a la Oficina Nacional de Emergencia que le permitieran cumplir cabalmente las misiones 

encomendadas; el Decreto con Fuerza de Ley 3.551, publicado en el Diario Oficial de 15 

ele Junio de 1981, del Ministerio del Interior, y a través del cual suprimió los cargos de 

Inspector Visitador de almacenes y Técnico Mecánico en la planta ele la Oficina Nacional 
' 

de Emergencia, dispuesta por el decreto ley 369, de 1974. Finalmente, tenernos el Decreto 

Supremo N2 509, de Interior, publicado en el Diario Oficial el 11 de Noviembre ele 1983, 

el cual contiene el Reglamento para la aplicación del Decreto Ley N2 369, ele 1974, ya 

mencionado. 

FUNCIONES 

a) Funciones Asignadas a ONE!\ll, en virtud del DL. 369 y DS. N2 509, de 1983. 

Las funciones de este servicio se encuentran especificadas en el Título I, del OS 509 (!) de 

1983 artículos 12 al 42 , complementando así al Decreto Ley 369, de 1974, orgánico de la 

Oficina Nacional de Emergencia (ONEMI), que igualmente las había señalado en sus 

artículos 12 al 4º. 

En efecto, dispone el artículo F, del DS. N2 509, de 1983: "La Oficina Nacional de 

'"'------ ~~wwwwww __________________________ , 



Emergencia (ONEMI) es un servigp_µúblic.o dependiente del Ministerio del Interior, el cual 

tiene a su cargo la planificación, coordinación y ejecución de las actividades destinadas 
--- -

a prevenir o solucionar los problemas derivados de catástrofes naturales o provocadas 

por el hombre." 

Le corresponderá también la Jiliu:tific.íJ.liQiL y s.12ordinaciól}"S!l:Lempl~.QJ!e. los recursos --
hu_121~z-.rri.ate.r.i.t!)Q.§~QC: ... lit.LC.L1tisli!~ Y .§.~~visL9§,.,pi1blJS9l: .. Y de aquellos organismos ele 

SJI\Í.S!"..!.,Privado, q~!t:~1gan_rnlació11 con cualquiera variable de .c:atástrofeo cal.~n1Jdad 
, . ···- . -"2. \-\P.r..1l5 /..'..'\, l "'" "?... 

pública, a fin de evitar o aminorar los daños derivados de dichos eventos, pudie1\do al ' -. 
efecto requerir de esos servicios o entidades la información necesaria, la cual deberá serle 

proporcionada dentro del plazo que fije el Director del Servicio -art.3º DL.369. 

Luego tenemos que el artículo 2Q, de este OS. NQ 509 preceptúa: Las funciones que 

competen al Ministerio del Interior, de acuerdo con lo previsto en el Título I de la Ley Nº 

16.282 y sus modificaciones, serán ejercidas por éste a través de la Oficina Nacional de 

Emergencia -art.2ºDL.369-.35 

Asimismo, el artículo 3Q de este OS. Nº 509, dispone: "La Oficina Nacional de Emergencia 

~lará por el cum.J>li111ie1.1!_0 d~g~?!J1t'..tiV()§..PJevis.t2§_e_I} el l'.lan. Nai;j~~~!A~§!1l.~!Kt!Jlc.iar­
aprobado por Decreto Supremo N2 155, de Interior, de 1977, y sus modificaciones." 36 

35Vid. art. 7Q del D.L.1.080/75, que exceptuó aquellas a que se refieren los artículos 5º y 6Q 
(actuales 6º y 72) de la ley 16.282; modificando el art.22 del D.L. 369. 

36 El decreto supremo NQ 155, del Ministerio del Interior, del 9 de Febrero de 1977, 
publicado en el Diario Oficial del 16 de Abril de 1977, aprobó el "Plan Nacional de Emergencia" 
y además impartió instrucciones al respecto, seiialando en sus considerandos: 
- Que nuestro país está expuesto pennanentemente a graves catástrofes, como terremotos, sequías, 
inundaciones, erupciones volcánicas, incendios urbanos y forestales, etc.; 
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Bianualmente ONEMI actualizará la "Directiva Nacional de Emergencia", ya sea preparando 

una nueva o emitiendo un documento que declare que continím vigente la anterior, sujeto 

en ambos casos a la aprobación de Ministerio de Interior. 

Para concluir con esta resel1a de las funciones asignadas a la Oficina Nacional de 

Emergencia, en virtud de este decreto supremo Nº509, de 1983, Reglamentario del decreto 

ley 369, de 1974, debemos indicar que el artículo 4º del presente decreto se11ala: 

- Que es indispensable que toda la nación esté consciente de estos riesgos; 
- Que por decreto ley Nº 369, de 1974, se creó la Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio 
del Interior, servicio especializado con plena autoridad para planificar y coordinar durante las 
situaciones de catástrofes o calamidades públicas las actividades de cualquier otro organismo 
público o privado que tenga relación con la solución de los problemas derivadas de estas 
emergencias, y 
- Que con arreglo a lo prescrito en el Acta Constitucional Nº 4, contenida en el Decreto Ley Nº 
1553, de 1976 (que regulaba los Regímenes de Emergencia, materia tratada hoy en día en la 
Constitución política en el Capítulo IV, en el epígrafe intitulado estados de excepción 
constitucional, artículos 39 al 41), y en el cual el evento o situación de emergencia denominado 
calamidad pública, da origen al estado de catástrofe, artículo 40º Nº4. Del mismo modo, el 
artículo 41 º. N" 5 regula las atribuciones del Presidente de la República, una vez declarado este 
estado de excepción. 

Por otra parte, este tema se encuentra reglamentado a través de la Ley Orgánica 
Constitucional sobre Estados de Excepción, NºlS.415, de 14 de junio de 1985, y puntualmente 
respecto del estado de catástrofe en los articulas 6º y 7º de este texto legal. 

Ahora bien, en cuanto al texto ele este DS.Nºl55, de 1977, éste consta de tres artículos, 
los que preceptúan: 

1 º· A pruébese el Plan Nacional de Emergencia, que se adjw1ta al presente decreto. 
2" Los Ministerios y los Servicios, instituciones y empresas dependientes o relacionadas. 

con el Estado a través de ellos, confommrán su acción a las directrices que se imparten en el plan 
aprobado y darán estricto cumplimiento a las tareas que ellos se les asignan, sin perjuicio de los 
que corresponde ejecutar de acuerdo a sus funciones propias. 

3º El Ministerio del Interior adoptarán las medidas tendientes a obtener- la integral y 
oportuna aplicación del Plan Nacional de Emergencia mediante la coordinación que, confonne 
a la Ley Orgánica, corresponde ejecutar a la Oficina Nacional de Emergencia. 

Señalemos finalmente, que a la fecha este decreto supremo no ha sido objeto de 
modificaciones, manteniéndose plenamente vigentes todas sus nomias precedentemente citadas. 
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"Durante las situaciones de catástrofe o calamidades püblicas, corresponderü a este -Servicio la coordinación, a nivel nacional, de las ,1ctividades de cualquier otro 

organismo público o· privado que cuente con recursos adecuados para la solución ele 

los problemas derivados de dichas etnergencias.tftle corresponderá igualmente 

• ~pora_r_a_l¡¡_s regiones afectaclaspor catástrofe que, por su magnitud, adquieran las 

caracteristicas de una catástrofe nacional, o cuyo territorio haya sido declarado en 

"estado de catástrofe" por el Supremo Gobicmo.///Sin perjuicio de lo anterior, la 

Oficina Nacional de Emergencia podrá .apoy11r...'_c:2ll..recursos.y_accio.!J~La las 

( l.llte11de11cias.Regionales, cuando la capacidad de ayuda a la población de éstas haya 

sido sobrepasada, ·a juicio del Ministerio del Interior, o del Subsecretario del Interior 

a petición calificada del Intendente Regional respectivo, o bien confonne al propio 
' criterio del Director General de ONEMI, cuando las circunstancias Jo hagan 

necesario, fundado en Jos antecedentes del caso." 

Dentro del cuadro de funciones de la ONEMI ciadas por el DL. 369, tenemos, por último, 

la contenida en su artículo 4 º, que dispone: "En los casos en que informes técnicos 

evacuados por organismos o servicios competentes determinen que alguna zona del 

país está amenazada con riesgo inminente por alguna catálrofe natural o causada por 

el hombre, a petición de la Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio del Interior, 

el Supremo Gobierno podrá, por decreto supremo fondado, declarar dichas zonas en 

estado preventivo de catástrofe, pudiendo aplicarse a partir de ese momento, todas las 

disposiciones establecidas en el Título l de la ley 16,282 y sus modificaciones." 37 

37La declaración de ZONA EN ESTADO PREVENTIVO DE CATASTROFE, se encuentra 
cuestionada desde que la Constitución Política reconoce y establece, en su artículo 40 Nº 4, el 
ESTADO DE CATASTROFE, como un estado de excepción constitucional y como tal, con su 
dictación, se pueden ver afectados los derechos y garantías constitucionales. La Constitución 
PolítiCa...DQ.P.@.vee, ni reconoce, un estadg_de <e~f.i911~91l.stit11gigm1L~n el gr:_adQ_<:le_pJeY.enti'l.o, 
por lo que ~uchos ~an visto en ello Ja im1~bilidad de d5'~1ar~_<l_\lna EJ!l_<!_deterrninada,_!!!_ 
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Funciones asignadas a ONEMI, en virtud de la ley Nº 16.282, de 1965. 

Como ya vimos, el artículo 2º ele\ DL. 369 y el art. 2º del DS.509, establecen que \as 

funciones que competen al Ministerio ele\ Interior, según el Título I ele la ley IG.282, son 

ejercidas por éste a través ele \a Oficina Nacional de E111ergencia;por ello es menester 

remitirse al Título I ele la Ley 1 G.282, de 1965. En este punto es necesario señalar que en 

estado preventivo de catástmfo Estimamos que dicha conclusiún no se compadece con los fines 
perseguidos por el constituyente y por el legislador. 

El constituyente al establecer los estados de excepción constitucional, persigue detenninar 
en que circunstancias se pueden afectar los derechos y garnntías constitucionales; cuales se 
pueden afectar y hasta que grado se pueden limitar o restringir; por su parte el legislador 
al establecer el estado preventivo de catástrofe, no persigue la afectación ele derechos o 
garantías constitucionales, sino que su intención es que una zona determinada del territorio 
nacional se puedan aplicar las disposiciones ele la ley 16.282. 

Por lo anterior estimamos que no existe una derogación tácita de la non11a legal, fundada 
en el hecho ele haberse consagrado constitucionalmente el estado de catástrofe como un estado 
de excepción constitucional,_por c1mnto;los~efectos..c!eLestaclo constitucional de excepción_fil]JL. 
distinto.!L9_ue los_.efe_c:to_s_.c!.e.!_!?t.adc:i_llf.eV~!1ti.Y:o.de_c<1.tás.trofe, no exisffen(fo cont¡_aclicción entre la 

..norma!lva constituciol1a1yJl1.1egaLJ 

f 
No se puede fundar una inconslitucionalidad por el alcance o semejanza en la ~ 

enominación de Jos estados, el fundamento necesario para la derogación es que l¡¡s normas se 
_ontrapon@.!1,no existe otro fundamento válido pata sostener una inconstitucionalidad. 

(3_) Desde el punto de visto formal el estado constitucional dun.tástrofe requiere para su 
dictación la ocurrencia de una s;.¡tl.amiclacl gública; por su parte la declaración de zona en estado 
preventivo de catástrofe, requiere que la zona esté amenazada con riesgo imninente por alguna 
catástrofe natural o causada por el hombre, es decir su declaración no depende de una calamidad 
pública producida, sino <i':le requiera _la exi_:;i_encia_d_e_u¡t_r_ieg_o_inmil)_ent.e_y_que_es.previsible_que_ 
.acontezca.J 

La plena vigencia de la declaración de zona en estado preventivo de catátrofe se encuentra 
reafirmada por el dictamen Nº 32786 de 1989 de la Contraloría General de la República, que 
evacuando una presentación realizada por ONEMI, concluye que el Título I de 1a ley 16.282, ha 
conservado su vigencia tras la entrada en rigor ele la Constitución Política y de la ley 18.415; 
fundando el dictamen en que los efectos del estado de excepción y las facultadades 
administrativas que le otorga al Presidente ele la República son diversos a los efectos y facultades 
que contempla el Título I ele Ja Ley 16.282, Título que no es contrario a la Constitución Política. 
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las funciones establecidas en los actuales arts. 6 y 7 del ley citada no pueden ser ejercidas 

a través de ONEMI, toda vez que el D.L. 1.080 modificó el art. 2º del citado DL., 

agregando la siguiente frase al m1ículo señalado. "Con excepción de aquellas a que se 

refieren los artículos 5º y 6º de la citada ley". 

La ley Nº 16.282, publicada en el Diario Oficial de 28 de Julio de 1965, trata 

primordialmente de establecer normas de carácter pemmnente para el evento de producirse 

en el país sismos o catástrofes que provoquen daiíos de consideración en las personas o en 

los bienes, fija nom1as para la reconstrucción de la zona afectada por el sísmo de 28 de 

Marzo de 1965, y modifica la ley Nº 16.250. Posteriormente, por el Decreto con Fuerza de 

Ley Nº 1, del Ministerio del Interior, del 22 de Febrero de 1971, publicado en el Diario 

Oficial del 15 de Mayo de 1971, se introdujo una serie de modificaciones a la ley en 

análisis; aiíos más tarde, el decreto supremo Nº 104, del 28 de Enero de 1977, del 

Ministerio del Interior, publicado en el Diario Oficial del 25 de Junio de 1977, fijó el texto 

refundido, coordinado y sistematizado del Titulo I de la Ley N2 16.282, hoy en vigencia, 

texto definitivo que ha sido modificado por las leyes N" 18.522 y la ley 19.095. Siendo 

éstas las principales variaciones que ha tenido la ley 16.28218
• 

c)Funciones asignadas a ONEl\H, en virtud del Decreto Ley 519, de 1974. 

Este Decreto Ley 519, fue publicado en el Diario Oficial del 15 de Junio de 1974, y 

Reglamentó Disposiciones sobre Poblaciones de Emergencias, y en su Título II bajo el 

epígrafe "De la Oficina Nacional de Emergencia", artículos 22 y 32 entregaba a este 

33 Las funciones estan contenidas en la la Ley 16.282, que se incluye en este informe. 
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